
Número:

Vigencia Presupuestal

Fecha Máxima Pago:

Valor Bruto:

TRM Pago

Identificación:

Número:

Tipo Beneficiario Pago

FUENTE

Nación

ORDEN DE PAGO PRESUPUESTAL

143726226 Fecha Registro: 2026-04-27
Unidad / Subunidad 

ejecutora:
01-01-01  SENADO DE LA REPUBLICA

Orden de pago Presupuestal  de gastos 

Comprobante

Usuario Solicitante: MHefcorona EDUAR FRANCISCO CORONADO ALMAZA

Unidad ó Subunidad 

Ejecutora Solicitante:

01-01-01 SENADO DE LA REPUBLICA

Fecha y Hora Sistema: 2026-05-05-10:17 a. m.

Valor Neto: 6.887.231,00

Comprobante Contable de la Generación:

2026-04-30
Código de Referencia:

04500016500143726226
Tipo de Moneda: COP-Pesos Tasa de Cambio: 0,00

Actual Estado: Pagada Nro Obligación: 245126

REINTEGROS

Números No Recaudo:

Saldo x Pagar: 0,00

VALORES PAGADOS

Valor Bruto 7.000.000,00
Valor 

Deducciones
112.769,00 Valor Neto 6.887.231,00 Moneda Base Compra Valor MBC

7.000.000,00 Valor Deducciones: 112.769,00

0,00

Bruto Reintegrado Moneda: 0,00 Reintegrado Deducciones Moneda: 0,00 Reintegrado Neto Moneda: 0,00

Bruto Reintegrado Pesos: 0,00 Reintegrado Deducciones Pesos: 0,00 Reintegrado Neto Pesos:

CUENTA BANCARIA

0550067300013686 Banco: BANCO DAVIVIENDA S.A. Tipo: Ahorro Estado: Activa

TERCERO DE LA ORDEN DE PAGO

7573039 Razón Social: argemiro  calderon mercado Medio de Pago: Abono en cuenta

TESORERIA DOCUMENTO SOPORTE

13-01-01-DT - DIRECCION TESORO NACION DGCPTN Número: CONT 1614 DE 2025 Tipo:
CONTRATO DE 

PRESTACION 
Fecha: 2026-04-27

01 - Beneficiario final

MONEDA

ITEM PARA AFECTACION DE GASTOS

VALOR VALOR PAGADO VALOR REINTEGRADO USO DE PROYECTOS ESPECIALES

TASA DE 

CAMBIO
VALOR MONEDA

000  HSR-GESTION GENERAL  /  A-02-02-02-008-003  SERVICIOS PROFESIONALES, CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS (EXCEPTO LOS SERVICIOS DE INVESTIGACION, URBANISMO, JURÍDICOS Y DE CONTABILIDAD)

10 CSF 7.000.000,00 0,00 7.000.000,00 Pesos 0,00 0,00

PESOS PESOS
MONEDA 

EXTRANJERA
USO DE PROYECTO MONEDA

DEPENDENCIA / POSICION CATALOGO DE GASTO REC SIT
PESOS

DEDUCCIONES

POSICIONES DEL CATALOGO PARA PAGO NO PRESUPUESTALES TERCERO TARIFA VALOR VALOR AJUSTADO PAGO VALOR REINTEGRADO

60.620,00 60.620,00

2-01-04-01-29 RETEFUENTE - RENTAS DE TRABAJO 800197268
U.A.E. DIRECCION DE IMPUESTOS Y 

ADUANAS NACIONALES
0,993 % 52.149,00 52.149,00

2-01-05-01-01-03-05
RETENCION ICA COMERCIAL SERVICIOS 

DEMÁS ACTIVIDADES DE SERVICIOS
899999061 BOGOTA DISTRITO CAPITAL 0,866 %

Pagada

____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

000 - HSR-GESTION GENERAL 1-2 - ANC - GASTOS GENERALES NACION CSF 2026-04-27 7.000.000,00 05 NINGUNO

LINEAS DE PAGO VINCULADA

DEPENDENCIA PARA AFECTACION DE PAC POSICION DEL CATALOGO DE PAC FECHA VALOR
ATRIBUTO LINEA DE 

PAGO
ESTADO
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REGISTRO PRESUPUESTAL DE OBLIGACION.

Numero: 245126 Fecha Registro: 2026-04-27 Unidad / Subunidad ejecutora: 01-01-01  SENADO DE LA REPUBLICA

Vigencia Presupuestal Actual Estado: Generada Requiere 
DIP: No Tipo de DIP: Nro. Compromiso: 24826

Valor Inicial: 7.000.000,00 Valor Total Operaciones: 0,00 Valor Actual: 7.000.000,00 Saldo x Ordenar: 7.000.000,00

Valor Inicial Moneda Original: 0,00 Valor Total Operaciones Moneda Original: 0,00 Valor Actual Moneda 
Original: 0,00 Saldo x Ordenar Moneda 

Original: 0,00

Valor Deducciones: 112.769,00 Valor Neto: 6.887.231,00 Valor IVA: 0,00 Nro. Cdp: 25826

Valor Deducciones Moneda: 0,00 Valor Neto Moneda: 0,00 Atributo Contable: 05-NINGUNO Comprobante Contable: 5670  

TERCERO

Identificacion: 7573039 Razon Social: argemiro  calderon mercado Medio de Pago: Abono en cuenta

CUENTA BANCARIA

Numero: 05500673000136
86 Banco: BANCO DAVIVIENDA S.A. Tipo: Ahorro Estado: Activa

CUENTA X PAGAR CAJA MENOR

Numero: 271526 Tipo: Rentas de trabajo NO 
obligados a facturar Identificacion: Fecha de Registro:

DOCUMENTO SOPORTE

Numero: Contrato N°1614-2025 Tipo: CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS  Fecha: 2026-04-27

ITEM PARA AFECTACION DE GASTO

DEPENDENCIA POSICION CATALOGO DE GASTO FUENTE RECURSO SITUAC. ATRIBUTO 
CONTABLE

000  HSR-GESTION GENERAL

A-02-02-02-008-003 SERVICIOS 
PROFESIONALES, CIENTÍFICOS Y 
TÉCNICOS (EXCEPTO LOS SERVICIOS DE 
INVESTIGACION, URBANISMO, JURÍDICOS 
Y DE CONTABILIDAD)

Nación 10 CSF 05-NINGUNO
FECHA 

OPERACIO
N

VALOR INICIAL VALOR OPERACION VALOR ACTUAL SALDO X ORDENAR

Total: 7.000.000,00 0,00 7.000.000,00 7.000.000,00

Objeto: Honorarios mes de abril contrato N°1614-2025-Sección de Leyes-AM

Usuario Solicitante:

Unidad ó Subunidad 
Ejecutora Solicitante:

SENADO DE LA REPUBLICA

Fecha y Hora Sistema: 27/04/2026 12:00:00 p. m.

01-01-01

MHamesa ADRIANA  ELENA  MESA GIRALDOObligación Presupuestal – Comprobante.

PLAN DE PAGOS

DEPENDENCIA DE AFECTACION DE PAC POSICION DEL CATALOGO DE PAC FECHA DE PAGO ESTADO VALOR A PAGAR

000 HSR-GESTION GENERAL 1-2 ANC - GASTOS GENERALES NACION CSF 2026-04-27 Generada 7.000.000,00
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____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

FIRMA(S) RESPONSABLE(S)

POSICIONES DEL CATALOGO PARA PAGO NO PRESUPUESTAL

POSICION DEL CATALOGO DE PAGO IDENTIFICACION NOMBRE BENEFICIARIO BASE GRAVABLE TARIFA VALOR DEDUCCION SALDO DISPONIBLE 
PARA ORDENAR

2-01-05-01-01-03-05 RETENCION ICA COMERCIAL 
SERVICIOS DEMÁS ACTIVIDADES DE SERVICIOS NIT 899999061 BOGOTA DISTRITO CAPITAL 7.000.000,00 0,866 % 60.620,00 60.620,00

2-01-04-01-29 RETEFUENTE - RENTAS DE 
TRABAJO NIT 800197268 U.A.E. DIRECCION DE IMPUESTOS Y 

ADUANAS NACIONALES 5.250.000,00 0,993 % 52.149,00 52.149,00
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USOS PRESUPUESTALES

ITEM DE AFECTACION DE GASTO USOS PRESUPUESTALES

DEPENDENCIA POSICION CATALOGO DE GASTO FUENTE RECURSO SITUAC. VALOR RUBRO DESCRIPCION VALOR

000  HSR-GESTION 
GENERAL

A-02-02-02-008-003 SERVICIOS PROFESIONALES, 
CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS (EXCEPTO LOS SERVICIOS DE 
INVESTIGACION, URBANISMO, JURÍDICOS Y DE 
CONTABILIDAD)

Nación 10 CSF 7.000.000,00 A-02-02-02-008-003-09

OTROS SERVICIOS 
PROFESIONALES, 

TÉCNICOS Y 
EMPRESARIALES N.C.P.

7.000.000,00

Objeto: Honorarios mes de abril contrato N°1614-2025-Sección de Leyes-AM

____________________________________________________________________________________________________________________________________________________________________

FIRMA(S) RESPONSABLE(S)

Usuario Solicitante:

Unidad ó Subunidad 
Ejecutora Solicitante:

SENADO DE LA REPUBLICA

Fecha y Hora Sistema: 2026-04-27-7:07 p. m.

01-01-01

MHamesa ADRIANA  ELENA  MESA GIRALDOAnexo Obligación 

ANEXO COMPROBANTE OBLIGACION

Numero: 245126 Fecha Registro: 2026-04-27 Unidad / Subunidad 
ejecutora: 01-01-01  SENADO DE LA REPUBLICA

Vigencia Presupuestal Actual Estado: Generada Requiere 
DIP: No Nro. Compromiso: 24826 Nro. Cdp: 25826

Valor Inicial: 7.000.000,00 Valor Total Operaciones: 0,00 Valor Actual: 7.000.000,00 Atributo Contable: 05-NINGUNO

Valor Deducciones: 112.769,00 Valor Neto: 6.887.231,00 Saldo x Ordenar: 7.000.000,00 Comprobante Contable: 5670

TERCERO

Identificacion: 7573039 Razon Social: argemiro  calderon mercado Medio de Pago: Abono en cuenta

DOCUMENTO SOPORTE

Numero: Contrato N°1614-2025 Tipo: CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS  Fecha: 2026-04-27

AFECTACIONES CONTABLES  -Comprobante 5670 EPG066  - Registro Obligación Presupuestal con Deducciones con marca aplica usos contables

Código Descripción Debe Haber

243615001 Retenido 0,00 52.149,00

243627001 Retenido 0,00 60.620,00

249054001 Honorarios 0,00 6.887.231,00

511179001 Honorarios 7.000.000,00 0,00

Sumatoria 7.000.000,00 7.000.000,00
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S.M.M.L.V

1.750.905            

TARIFA ICA 0,8660%

ACTIVIDAD 

ECONOMICA
69101 UVT AÑO 2026 52.374,00$                 

1614-2025 7573039

1

Impuesto al Valor Agregado IVA,  (Art 468 E.T) I.V.A. 19% 1

RTE IVA RTE I.V.A. 15% 1

RTE ICA ICA. 0,866% 1

N

BASE MINIMA PARA APORTES SGSS 40%

BASI ICA 

2

16% 2

Fondo de Solidaridad Pensional  Art 55 E.T 2

12,50% 2

5. Aportes ARL. 0,522% 2

SUBTOTAL

3

SUBTOTAL

4

1

1

1

Total Deduciones

SUBTOTAL

Menos renta exenta -25%  del subtotal (C)  (Numeral 10 art. 206 ET)

Límite del 40% sobre Rentas Exentas y Deducciones no puede exceder 13400uvt

Total renta exentas (incluye el 25%) y deducciones

Base gravable (ver tabla

TOTAL A PAGAR
 Retención en la 

fuente a efectuar 

Valor retención en la fuente a practicar por el periodo (art. 383 

ET)
52.149,00$                 0,99331%

3. Pagos Por Salud medicina prepagada. No puede Exceder 16 Uvt Mensuales. -$                                                    

2. Deduccion por dependientes (Ver Art. 387 E.T.) No puede exceder del 10% del ingreso bruto del trabajador y maximo 32 UVT 

mensuales.
-$                                                    

FALSO4.Aportes obligatorios a salud. (Art. 56 Estatuto Tributario) 40% del Ingreso Ley 1753 de 2015 Art. 135

Total ingresos no contitutivos de renta ni ganancia ocasional -$                                                    

7.000.000$                                        

MENOS RENTAS EXENTAS

Total rentas exentas

MENOS DEDUCCIONES

-$                                                    

b. Aportes Voluntarios Empleador Fondo de Pensiones (Art 126 -1 E.T.) hasta 3,800 UVT

-$                                                    

c. Aportes a cuentas AFC (Art 126 - 4 E.T.) La Sumatoria de los beneficios a, b y c, no pueden exceder del 30% del ingreso laboral o 

tributario del año y hasta un maximo de 3.800 Uvt por año. (135.306.600 año 2019) Art. 126-1 E.T.

-$                                                    

-$                                                    

7.000.000$                                        

1. Pago intereses de vivienda o Costo Financiero Leasing Habitacional. Limite maximo 100 UVT Mensuales Dcto 099 de 2013.

5.250.000$                                        

1.750.000$                                        

2.800.000$                                        5.848.430                                        

(6.887.231,00)$                              

1.750.000$                                        

7.000.000$                                        

FALSO

MENOS INGRESOS NO CONSTITUIDOS DE RENTA (INCR)

FALSOa.  Aportes obligatorios a Pension. (Art. 55 Estatuto Tributario) 40% del Ingreso Ley 1753 de 2015 Art. 135

-$                                                     

RETENCION EN LA FUENTE EMPLEADOS ART. 383 PARAGRAFO 2

PAGOS O ABONOS EN CUENTA REALIZADAS

Honorarios, comisiones o servicios, prestados con hasta un trabajador o contratista

ARGEMIRO CALDERON MERCADO

7.000.000

-60.620

2.800.000

0

7.000.000

0

0

Total Pagos o Abonos en Cuenta Pagadas 7.000.000



NIT O CEDULA

3

FACTURA No. 

(Cuando aplique)

3245040813

Banco: DAVIVIENDA AH:_X_ CO:___

CDP No. RUBRO PPTAL

25826 A-02-02-02-008-003

ANTICIPO

  VALOR INICIAL DEL CONTRATO

  + ADICIONES 

 REDUCCION DEL VALOR 

DEL CONTRATO

  = VALOR FINAL DEL CONTRATO

  - TOTAL PAGOS Y/O AMORTIZACIONES ANTES DE ESTA FACTURA 

  - VALOR A PAGAR CON ESTA CUENTA

     - *AMORTIZACION CON ESTE PAGO

   = VALOR NETO A CANCELAR

  = SALDOS ACTUALES (DESPUES DE ESTA CUENTA).

1)  SOY DECLARANTE DE RENTA:   SI __X___  NO  _______ ;                              SOY DECLARANTE DE IVA :  SI ______   NO ___X____

Número de planilla: 8823927511

Salud: 

Pension:

ARL:

CARGO: JEFE ( E ) SECCION LEYES

2. CONTROL SALDOS DEL CONTRATO

CONTRATO

$41.066.667

OBJETO DEL CONTRATO

Prestación de servicios profesionales en la Sección de Leyes del Senado de la República

CUENTA  BANCARIA PARA ABONO:

No.: 0550067300013686 Nombre: ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON MERCADO

REGISTRO PPTAL No.

24826

VALOR A COBRAR

$ 7.000.000,00

6

PROCESO GESTIÓN DE RECURSOS FINANCIEROS CODIGO: RF-Fr006

CERTIFICACIÓN PARA PAGO DE CUENTA VERSIÓN: 004

SENADO  DE  LA  REPÚBLICA FECHA DE APROBACIÓN: 2025/10/31

1. INFORMACIÓN BASICA
BENEFICIARIO

ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON MERCADO 7.573.039

VALOR A COBRAR
PERIODO

(Cuando aplique)

7.000.000,00$     ABRIL 2026

No ACTO ADMTIVO/CONTRATO

1614 de 2025

TELEFONO DE CONTACTO PAGO  No.

CAJACOPI EPS S.A.S $ 375.000 

PORVENIR $480.000

POSITIVA $15.700

3) QUE EN CUMPLIMIENTO DEL CITADO CONTRATO HE REALIZADO EL PAGO DE APORTES A SALUD, PENSIÓN Y ARL POR EL   PERÌODO  DE MARZO , PARA    EFECTO DE 

APLICAR EL (DECRETO 2271 de Junio 18/2009 y el Art 126-1 del ET y Resolución 3559 de 2018 expedida por el Ministerio de Salud) ASÌ :

  Nombre EPS, AFP y ARL Valor aporte a deducir de la base de retenciòn en la fuente

1080740631 No. de aprobación del pago: 

NOMBRE: DOLI ADENIS ROJAS ZARATE

DEPENDENCIA:  SECCION DE LEYES SENADO DE LA REPUBLICA

4. CERTIFICACIÓN PARA PAGO

NÚMERO DE FOLIOS QUE ACOMPAÑAN LA CUENTA:

FIRMA CONTRATISTA

Por lo anterior certifico para trámite de pago, que esta cuenta cumple lo pactado en el contrato.

NOMBRE DEL  SUPERVISOR  O INTERVENTOR  

FIRMA DEL SUPERVISOR O INTERVENTOR

* Cuando se traten de amortizaciones se deben diligenciar en la casilla de anticipos.

3. DECLARACIÓN DE IMPUESTOS Y APORTES PARAFISCALES

(Este numeral solo debe ser diligenciado para contratos de prestación servicios personales)

COMO CONTRATISTA DECLARO Y CERTIFICO BAJO GRAVEDAD DE JURAMENTO QUE:

2) MIS INGRESOS MENSUALES SE DERIVAN DE LA EJECUCIÒN DEL CONTRATO No. 1614 de 2025 SUSCRITO CON EL SENADO DE LA REPÙBLICA, CON FECHA DEL ACTA

 DE INICIO  24 DE OCTUBRE DE 2025

$7.000.000

$4.666.667

$41.066.667

$29.400.000

$7.000.000



 

PROCESO GESTIÓN DE COMPRAS Y CONTRATACIÓN 
INFORME DE ACTIVIDADES 

CODIGO:  PC-Fr10 

VERSION: 02 

SENADO DE LA REPÚBLICA 
FECHA DE APROBACIÓN:      
2024 / 02 / 27 
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DATOS DEL CONTRATO 

Contrato Número 1614 de 2025 

Nombre del Contratista: ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON MERCADO 

Objeto: Prestación de servicios profesionales en la Sección de Leyes del Senado de la República 

Número del CDP: 25826 Número del Registro: 24826 

Fecha de Iniciación: 24/10/2025 Fecha de Terminación: 20/05/2026  

 
 
 

DATOS DEL INFORME 

Marque con una X según corresponda: Informe Mensual: X Informe Final:  

Informe mensual de actividades No.:6 

Fecha de presentación:  ABRIL 2026 Período del informe:  ABRIL DE 2026 

Periodo de cotización de aportes a seguridad 

social: MARZO 2026 

No. De planilla:   1080740631 

No de aprobación de pago: 8823927511 

Valor del Contrato: $41.066.667     Valor de Adición: $0 

 
 

EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

1.  Apoyar en la proyección y búsqueda de 
información para dar respuesta a los diferentes 
derechos de petición de competencia de la Sección 
de Leyes, cuando sea requerido. 

Apoyé a la sección de leyes del senado de la 
república en la proyección de respuesta del 
siguiente derecho de petición y traslados de 
petición:  
 

1. Respuesta, SLE-CS-00196-2026 donde 
se solicito copia integra del proyecto de 
ley que dio origen a la ley 388 de 1997. 



 

PROCESO GESTIÓN DE COMPRAS Y 
CONTRATACIÓN 

INFORME DE ACTIVIDADES 

CODIGO:  PC-Fr10 

VERSIÓN: 02 

SENADO DE LA REPÚBLICA 
FECHA DE APROBACIÓN:       
2024 / 02 / 27 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

2. Traslado de peticion con radicado No. 
SLE-CS-0200-2026. dirigido a la 
doctora GLADYS ALICIA MORALES 
RUIZ, jefe de unidad de gaceta del 
senado de la republica. 

 
3. Traslado de peticion con radicado No. 

SLE-CS-0195-2026. dirigido a la Sr  
JAIRO ANTONIO PULGAIN EYES, 
archivo legislativo senado de la republica. 
 

2. Brindar apoyo en la proyección de informes 

de trámite de proyectos que se envían para 
consideración de las Comisiones 
constitucionales, así como en el seguimiento 
jurídico a los mismos, cuando sea requerido 

1. Brindé apoyo proyectando informes 
respecto de  los siguientes  proyectos de 
ley:  
 
- PROYECTO DE LEY N° 343 DE 

2025 (SENADO-COMISION 
SEGUNDA) por medio de la cual se 
establece la contratación minima 
anual del servicio de vigilancia y 
seguridad privada en el sector 
publico y se dictan otras 
disposiciones. Autor: H.S JOSE 
DAVID NAME CADOZO, (pendiente 
de enviar a comisión en senado). 

 
- PROYECTO DE LEY N° 344 DE 

2025 (SENADO-COMISION SEXTA)  

“por medio dela cual se declara y 

promueve el paisaje cultural ovejero 

de marulanda, se rinde homenaje a 

los 150 años de fundación del 

municipio y a los 90 años de la 

cooperativa ovina, y se dictan otras 

disposiciones. Autor: H.S GUIDO 

ECHEVERI    P. (pendiente 

designar ponente en senado). 

 



 

PROCESO GESTIÓN DE COMPRAS Y 
CONTRATACIÓN 

INFORME DE ACTIVIDADES 

CODIGO:  PC-Fr10 

VERSIÓN: 02 

SENADO DE LA REPÚBLICA 
FECHA DE APROBACIÓN:       
2024 / 02 / 27 
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- PROYECTO DE LEY N° 345  DE 2025  

(SENADO- COMISION SEXTA) “por 

medio de la cual la nación y el congreso 

de la república rinden homenaje a las 

mujeres pescadoras del rio sogamoso, 

reconocen su labor en la pesca artesanal 

y se dictan otras disposiciones.” 

Autor: H.S JAEL QUIROGA CARRILLO. 

(pendiente de designa ponente en 

senado) 

 

- PROYECTO DE LEY 346/25 (SENADO-

COMISION SEPTIMA) por medio de la 

cual se dictan disposiciones para la 

adopción obligatoria de la politica 

nacional de salud sanguinea y la 

implementación territorial de la gestión de 

la sangre del paciente y se dictan otras 

disposiciones.”Autor: H.S EFRAIN 

CEPEDA       SARABIA, ESPERANZA 

ANDRADE SERRANO, HONORIO 

MIGUEL ENRRIQUEZ y otras firmas. 

(pendiente de designa ponente en 

senado) 

 

- PROYECTO DE LEY 347 DE 2026, 

(SENADO-COMISION PRIMERA) El 

Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del 

Senado se enmarca dentro del proceso 

de fortalecimiento institucional del 

Sistema Nacional de Transporte en 

Colombia, mediante la actualización y 

consolidación de herramientas jurídicas, 

administrativas y sancionatorias 

orientadas al ejercicio de las funciones de 

inspección. Autor: Ministra de 

Transporte, Dra. MARÍA FERNANDA 

ROJAS MANTILLA, Superintendente De 

Transporte, ALFREDO ENRIQUE 

PIÑERES OLAVE. (archivado por retiro 

del autor) 

             (ver anexos).  



 

PROCESO GESTIÓN DE COMPRAS Y 
CONTRATACIÓN 

INFORME DE ACTIVIDADES 

CODIGO:  PC-Fr10 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

3. Apoyar en el estudio jurídico respecto de la 
materia de que tratan los proyectos de Ley y de 
Acto Legislativo que se encuentran en trámite, 
cuando sea requerido 

Realicé estudio jurídico de los siguientes 
proyectos de ley  

 
1. PROYECTO DE LEY N° 343 DE 

2025 (SENADO-COMISION 
SEGUNDA) por medio de la cual se 
establece la contratación minima 
anual del servicio de vigilancia y 
seguridad privada en el sector 
publico y se dictan otras 
disposiciones. Autor: H.S JOSE 
DAVID NAME CADOZO.  

 

- El Proyecto de Ley N.º 343/25, 
presentado por el Honorable Senador 
José David Name Cardozo, propone 
establecer la contratación mínima anual 
del servicio de vigilancia y seguridad 
privada en el sector público, con el 
propósito de fortalecer la protección de 
los bienes, instalaciones y personas que 
hacen parte de las entidades estatales. 
En un contexto donde la seguridad se ha 
convertido en un factor determinante para 
el adecuado funcionamiento de las 
instituciones, esta iniciativa busca 
garantizar condiciones básicas que 
permitan prevenir riesgos, actos 
delictivos y situaciones que puedan 
afectar la continuidad del servicio público. 
Asimismo, el proyecto reconoce la 
importancia de la seguridad privada como 
complemento a la fuerza pública, 
contribuyendo a una cobertura más 
amplia y especializada en diferentes 
espacios administrativos 

 

- Los antecedentes del Proyecto de Ley 
N.º 343 de 2025 Senado se enmarcan en 
un conjunto de problemáticas 
estructurales relacionadas con la 
seguridad en las entidades públicas y la 
evolución del sector de vigilancia y 
seguridad privada en Colombia. En 
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primer lugar, la iniciativa surge en un 
contexto en el que múltiples instituciones 
del Estado han enfrentado situaciones 
recurrentes de hurto, vandalismo, 
ocupaciones ilegales y riesgos para la 
integridad de funcionarios y usuarios, 
evidenciando la necesidad de fortalecer 
los esquemas de protección institucional. 
A ello se suma que, históricamente, la 
contratación de servicios de vigilancia en 
el sector público ha dependido de 
criterios discrecionales y disponibilidad 
presupuestal, lo que ha generado 
desigualdades significativas entre 
entidades, algunas con esquemas 
robustos y otras con coberturas 
insuficientes o inexistentes.En segundo 
lugar, el proyecto recoge antecedentes 
normativos y discusiones previas 
orientadas a regular y fortalecer el sector 
de la seguridad privada, el cual ha venido 
consolidándose como un actor 
complementario a la fuerza pública. 

 

- De acuerdo con las Gacetas del 

Congreso y los registros del trámite 

legislativo, el Proyecto de Ley N.º 343 de 

2025 originado en comision segunda 

Senado se encuentra actualmente en una 

etapa inicial dentro de su proceso de 

formación. Específicamente, la iniciativa 

ya fue radicada y publicada en la Gaceta 

correspondiente, lo que cumple con el 

requisito formal de dar a conocer su 

contenido y exposición de motivos ante el 

Congreso de la República. No obstante, 

hasta el momento no se evidencian 

avances relacionados con la 

presentación de ponencias ni la 

realización de debates en comisión o 

plenaria, lo que indica que el proyecto 

aún no ha surtido su primer debate. En 
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consecuencia, su estado actual es el de 

una propuesta en curso, pendiente de ser 

discutida y evaluada en las etapas 

subsiguientes del trámite legislativo en el 

Senado. 

2. PROYECTO DE LEY N° 344 DE 

2025 (SENADO-COMISION SEXTA)  

“por medio dela cual se declara y 

promueve el paisaje cultural ovejero 

de marulanda, se rinde homenaje a 

los 150 años de fundación del 

municipio y a los 90 años de la 

cooperativa ovina, y se dictan otras 

disposiciones” 

- Autor: H.S GUIDO ECHEVERI 
PIEDAITA 

 

- El Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 

Senado, originado en la comision sexta 

presentado por el Honorable Senador 

Guido Echeverri Piedrahita, tiene como 

propósito declarar, reconocer y promover 

el Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda 

como una expresión representativa del 

patrimonio cultural, histórico, productivo y 

ambiental del país, integrando en su 

alcance normativo el reconocimiento de 

las prácticas tradicionales asociadas a la 

actividad ovina que han configurado 

durante décadas la identidad económica 

y social del municipio de Marulanda; en 

este sentido, la iniciativa se fundamenta 

en la necesidad de preservar y fortalecer 

un modelo de desarrollo rural basado en 

saberes ancestrales, prácticas 

agropecuarias sostenibles y formas de 

organización comunitaria como la 

Cooperativa Ovina, la cual ha 
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desempeñado un papel determinante en 

la consolidación de la economía local 

durante sus 90 años de existencia, al 

tiempo que el proyecto también incorpora 

un componente conmemorativo al rendir 

homenaje a los 150 años de fundación 

del municipio, reconociendo su 

trayectoria histórica dentro del proceso 

de conformación territorial y cultural de la 

región; desde una perspectiva técnico-

jurídica, la propuesta se enmarca en el 

ámbito de protección del patrimonio 

cultural inmaterial y en los principios 

constitucionales de salvaguarda de la 

diversidad cultural, la identidad colectiva 

y la promoción del desarrollo sostenible, 

lo que implica la adopción de medidas 

orientadas a la preservación del paisaje 

cultural entendido no solo como un 

espacio geográfico, sino como una 

construcción social derivada de la 

interacción entre comunidades, 

actividades productivas tradicionales y el 

entorno natural; adicionalmente, el 

proyecto busca generar instrumentos de 

política pública que permitan articular 

acciones interinstitucionales para la 

promoción turística, económica y cultural 

del territorio, potenciando su 

reconocimiento a nivel nacional e 

internacional, fortaleciendo la economía 

local y garantizando la transmisión 

intergeneracional de las prácticas ovinas, 

lo que a su vez contribuye a la 

conservación de la biodiversidad, el uso 

sostenible del suelo y el fortalecimiento 

del tejido social rural, consolidando así 

una visión integral del desarrollo territorial 

basada en la protección del patrimonio 
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cultural como eje estructurante de la 

identidad y la sostenibilidad regional. 

-  antecedentes del Proyecto de Ley N.º 

344 de 2025 Senado se fundamentan en 

la creciente necesidad de 

reconocimiento, protección y puesta en 

valor de los paisajes culturales como 

categorías integrales del patrimonio 

cultural de la Nación, entendidos no solo 

desde una perspectiva estética o 

geográfica, sino como el resultado de la 

interacción histórica entre comunidades, 

actividades productivas tradicionales y el 

entorno natural. En este contexto, el 

municipio de Marulanda ha consolidado a 

lo largo del tiempo una identidad cultural 

estrechamente vinculada a la actividad 

ovina, la cual ha sido el eje estructurante 

de su economía rural, su organización 

social y sus prácticas tradicionales, lo que 

ha permitido la configuración de un 

paisaje cultural único en el territorio 

nacional. Este proceso ha estado 

acompañado por la existencia de 

organizaciones comunitarias como la 

Cooperativa Ovina, que durante 

aproximadamente 90 años ha contribuido 

a la consolidación del modelo productivo 

local, fortaleciendo la economía 

campesina, la asociatividad y la 

sostenibilidad de las prácticas 

agropecuarias tradicionales. 
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3. PROYECTO DE LEY N° 345  DE 

2025  (SENADO- COMISION 

SEXTA) “por medio de la cual la 

nación y el congreso de la república 

rinden homenaje a las mujeres 

pescadoras del rio sogamoso, 

reconocen su labor en la pesca 

artesanal y se dictan otras 

disposiciones.” 

            Autor: H.S JAEL QUIROGA CARRILLO. 

 
- El proyecto de ley N.º 345/25 del 

Senado, de autoría del H.S. Jael 

Quiroga Carrillo, es una iniciativa de 

naturaleza principalmente declarativa 

y de reconocimiento institucional, 

mediante la cual el Congreso de la 

República busca rendir homenaje a 

las mujeres pescadoras del río 

Sogamoso y visibilizar su labor dentro 

de la pesca artesanal. Su objeto se 

estructura en una dimensión 

simbólica, orientada al 

reconocimiento público de un grupo 

social históricamente vinculado a 

economías tradicionales, y en una 

dimensión socioeconómica, en tanto 

reconoce la pesca artesanal como 

actividad productiva relevante para la 

subsistencia y el desarrollo de 

comunidades rurales. 

Adicionalmente, la inclusión de la 

cláusula “y se dictan otras 

disposiciones” introduce un 

componente abierto que podría 

habilitar medidas complementarias 

de política pública, aunque exige 

precisión técnica para evitar 

problemas de unidad de materia o 

indeterminación normativa. En 

términos generales, se trata de una 

iniciativa con bajo contenido 
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regulatorio directo, pero con potencial 

incidencia en la orientación de 

políticas públicas rurales, de 

economía popular y de enfoque 

diferencial de género, especialmente 

en el contexto territorial del río 

Sogamoso. Es una iniciativa de 

naturaleza principalmente 

declarativa, con fuerte contenido 

simbólico y de reconocimiento 

institucional, mediante la cual el 

Congreso de la República busca 

rendir homenaje a las mujeres 

pescadoras del río Sogamoso y 

visibilizar su aporte económico, social 

y cultural dentro de la pesca 

artesanal. Su objeto central se 

inscribe en la categoría de leyes de 

honores o de exaltación pública, en 

las que el legislador no regula de 

manera estructural un sector del 

ordenamiento jurídico, sino que 

realiza un reconocimiento estatal a un 

grupo poblacional específico, en este 

caso mujeres vinculadas a una 

actividad productiva tradicional que 

combina economía de subsistencia, 

trabajo informal y prácticas 

comunitarias. 

- Desde el punto de vista material, el 

proyecto se estructura en dos ejes 

principales: en primer lugar, una 

dimensión simbólico-institucional 

orientada a la dignificación del trabajo 

de las mujeres pescadoras, lo cual 
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implica su reconocimiento como 

sujetos económicos relevantes 

dentro de la economía rural y de la 

pesca artesanal; y en segundo lugar, 

una dimensión socioeconómica que 

reconoce la importancia de dicha 

actividad para la seguridad 

alimentaria, la economía local y la 

sostenibilidad de comunidades 

ribereñas del río Sogamoso. Este 

reconocimiento puede tener efectos 

indirectos en la formulación de 

políticas públicas, en la medida en 

que sirve como fundamento político y 

normativo para la inclusión de este 

grupo en programas estatales de 

apoyo, asistencia técnica, desarrollo 

rural o economía popular. 

- Adicionalmente, la expresión “y se 

dictan otras disposiciones” introduce 

un elemento de apertura normativa 

que, desde la técnica legislativa, 

puede habilitar la incorporación de 

medidas complementarias de 

carácter programático o 

administrativo, como autorizaciones 

al Gobierno nacional para desarrollar 

estrategias específicas de apoyo o 

promoción del sector. Sin embargo, 

esta cláusula requiere una 

delimitación precisa, ya que su 

redacción amplia puede generar 

riesgos de indeterminación normativa 

y eventuales problemas de unidad de 

materia, en la medida en que podría 
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permitir la inclusión de disposiciones 

que excedan el objeto estrictamente 

declarativo del proyecto. 

 

4. PROYECTO DE LEY 346/25 

(SENADO-COMISION SEPTIMA) 

por medio de la cual se dictan 

disposiciones para la adopción 

obligatoria de la politica nacional de 

salud sanguinea y la implementación 

territorial de la gestión de la sangre 

del paciente y se dictan otras 

disposiciones.”Autor: H.S EFRAIN 

CEPEDA       SARABIA, 

ESPERANZA ANDRADE 

SERRANO, HONORIO MIGUEL 

ENRRIQUEZ y otras firmas. 

(pendiente de designa ponente en 

senado) El proyecto de ley N° 346 

de 2025 del Senado se enmarca 

en el desarrollo normativo del 

sistema general de seguridad 

social en salud en Colombia, al 

proponer la adopción obligatoria 

de una Política Nacional de Salud 

Sanguínea y la implementación 

territorial de estrategias 

orientadas a la gestión de la 

sangre del paciente, entendida 

esta como un componente 

esencial de la atención clínica 

segura, eficiente y basada en 

evidencia. Desde una perspectiva 

jurídico-sanitario-administrativa, 

la iniciativa busca institucionalizar 

lineamientos de carácter técnico y 
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obligatorio que permitan 

estandarizar procesos 

relacionados con la captación, 

procesamiento, conservación, 

distribución y uso racional de 

componentes sanguíneos, 

integrando principios de 

seguridad del paciente, calidad en 

la prestación del servicio y 

optimización de recursos del 

sistema de salud. En ese sentido, 

el proyecto se articula con el 

marco constitucional del derecho 

fundamental a la salud 

consagrado en el artículo 49 de la 

Constitución Política, así como 

con los principios de eficiencia, 

universalidad y sostenibilidad del 

sistema, al tiempo que impone 

cargas de planificación y 

ejecución tanto al nivel central del 

Estado como a las entidades 

territoriales encargadas de la 

gestión descentralizada del 

servicio público de salud, lo que 

implica un fortalecimiento del 

enfoque de gobernanza sanitaria 

y de articulación interinstitucional 

para la implementación de 

políticas públicas con impacto 

clínico y epidemiológico. 

5. El Proyecto de Ley No. 347 de 

2026 del Senado: El Proyecto de 

Ley No. 347 de 2026 del Senado se 

enmarca dentro del proceso de 

fortalecimiento institucional del 
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Sistema Nacional de Transporte en 

Colombia, mediante la actualización 

y consolidación de herramientas 

jurídicas, administrativas y 

sancionatorias orientadas al ejercicio 

de las funciones de inspección. 

Autor: Ministra de Transporte, Dra. 

MARÍA FERNANDA ROJAS 

MANTILLA, Superintendente De 

Transporte, ALFREDO ENRIQUE 

PIÑERES OLAVE. (archivado por 

retiro del autor). se enmarca dentro 

del proceso de fortalecimiento 

institucional del Sistema Nacional de 

Transporte en Colombia, mediante la 

actualización y consolidación de 

herramientas jurídicas, 

administrativas y sancionatorias 

orientadas al ejercicio de las 

funciones de inspección, vigilancia y 

control por parte de las autoridades 

competentes, particularmente en el 

sector del transporte terrestre 

automotor y los organismos de 

tránsito y apoyo al tránsito. 
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4. Brindar acompañamiento en estudio y análisis 
del impacto jurídico, social y económico de las 
distintas iniciativas que son radicadas, cuando se le 
requiera 

 

• El impacto social El impacto 

social del Proyecto de Ley N.º 

343 de 2025 Senado se proyecta 

como significativo en diversos 

niveles, al incidir directamente en 

la seguridad institucional, el 

empleo y la percepción 

ciudadana frente al 

funcionamiento del Estado, El 

impacto económico El impacto 

económico del Proyecto de Ley 

N.º 343 de 2025 Senado se 

relaciona principalmente con la 

asignación obligatoria de 

recursos públicos para la 

contratación mínima anual de 

servicios de vigilancia y 

seguridad privada en las 

entidades del sector estatal. El 

impacto jurídico del Proyecto 

de Ley N.º 343 de 2025 Senado 

se centra en la creación de un 

nuevo marco normativo que 

establece obligaciones 

específicas para las entidades 

del sector público en materia de 

contratación de servicios de 

vigilancia y seguridad privada, lo 

cual implica una modificación 

relevante en la forma en que 

actualmente se regula la gestión 

administrativa de la seguridad 

institucional. En este sentido, la 

iniciativa introduce un deber legal 

de contratación mínima anual, lo 

que puede incidir directamente 

en la autonomía administrativa 

de las entidades públicas, en la 

medida en que condiciona parte 

de sus decisiones contractuales 

a un mandato legislativo 

obligatorio. 
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• El impacto social del Proyecto 

de Ley N.º 344 de 2025 Senado 

se proyecta de manera 

significativa en múltiples 

dimensiones del desarrollo 

comunitario, cultural y territorial 

del municipio de Marulanda, en la 

medida en que el reconocimiento 

del Paisaje Cultural Ovejero 

implica no solo la declaratoria 

formal de un valor patrimonial, 

sino la consolidación de un 

proceso de fortalecimiento de la 

identidad colectiva y de la 

memoria histórica de sus 

habitantes, permitiendo reafirmar 

el sentido de pertenencia de las 

comunidades rurales frente a sus 

prácticas tradicionales asociadas 

a la actividad ovina, las cuales 

han sido históricamente el eje de 

su organización social y 

económica, el impacto jurídico 

del Proyecto de Ley N.º 344 de 

2025 Senado se configura como 

la creación de un marco 

normativo de reconocimiento, 

protección y promoción del 

Paisaje Cultural Ovejero de 

Marulanda, lo cual implica una 

incorporación expresa de esta 

categoría dentro del sistema de 

protección del patrimonio cultural 

colombiano, en armonía con los 

mandatos constitucionales 

previstos en los artículos 7, 8, 70, 

71 y 72 de la Constitución 

Política. 
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• El impacto social del Proyecto 

de Ley N.º 345/25 del Senado es 

principalmente simbólico, de 

reconocimiento y de 

visibilización, pero puede 

generar efectos indirectos 

relevantes en el plano 

comunitario, institucional y de 

política pública. El impacto 

económico del Proyecto de Ley 

N.º 345/25 del Senado es 

principalmente indirecto, 

programático y potencial, dado 

que se trata de una iniciativa de 

carácter declarativo que no crea 

por sí misma obligaciones 

fiscales inmediatas ni regula de 

manera estructural el mercado 

de la pesca artesanal. En su 

dimensión inmediata, el proyecto 

no genera cambios directos en 

variables macroeconómicas ni 

altera de forma automática la 

asignación del gasto público; sin 

embargo, sí puede producir 

efectos relevantes en la 

orientación de la política 

económica sectorial, 

especialmente en el ámbito de la 

economía rural, la pesca 

artesanal y la economía popular. 
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• PROYECTO DE LEY 346/25 

(SENADO-COMISION 

SEPTIMA) por medio de la cual 

se dictan disposiciones para la 

adopción obligatoria de la politica 

nacional de salud sanguinea y la 

implementación territorial de la 

gestión de la sangre del paciente 

y se dictan otras disposiciones.” 

 

El proyecto de ley N° 346 de 2025 del 

Senado se enmarca en el desarrollo 

normativo del sistema general de 

seguridad social en salud en 

Colombia, al proponer la adopción 

obligatoria de una Política Nacional 

de Salud Sanguínea y la 

implementación territorial de 

estrategias orientadas a la gestión de 

la sangre del paciente, entendida 

esta como un componente esencial 

de la atención clínica segura, 

eficiente y basada en evidencia. 

Desde una perspectiva jurídico-

sanitario-administrativa, la iniciativa 

busca institucionalizar lineamientos 

de carácter técnico y obligatorio que 

permitan estandarizar procesos 

relacionados con la captación, 

procesamiento, conservación, 

distribución y uso racional de 

componentes sanguíneos, 

integrando principios de seguridad 

del paciente, calidad en la prestación 

del servicio y optimización de 

recursos del sistema de salud. En 

ese sentido, el proyecto se articula 

con el marco constitucional del 

derecho fundamental a la salud 

consagrado en el artículo 49 de la 

Constitución Política, así como con 

los principios de eficiencia, 

universalidad y sostenibilidad del 

sistema, al tiempo que impone 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

cargas de planificación y ejecución 

tanto al nivel central del Estado como 

a las entidades territoriales 

encargadas de la gestión 

descentralizada del servicio público 

de salud, lo que implica un 

fortalecimiento del enfoque de 

gobernanza sanitaria y de 

articulación interinstitucional para la 

implementación de políticas públicas 

con impacto clínico y epidemiológico. 

El proyecto de ley No. 346 de 2025 

del Senado genera un impacto 

jurídico, social y económico 

significativo y estructural dentro 

del ordenamiento colombiano, en 

la medida en que establece la 

adopción obligatoria de una Política 

Nacional de Salud Sanguínea y la 

implementación territorial de la 

gestión de la sangre del paciente, lo 

que implica la creación de deberes 

jurídicos concretos para el Estado en 

sus niveles nacional y territorial, 

especialmente para el Ministerio de 

Salud y las entidades prestadoras del 

servicio, al imponer la obligación de 

diseñar, implementar y articular 

lineamientos técnicos vinculantes en 

materia de seguridad transfusional, 

uso racional de hemocomponentes y 

estandarización de protocolos 

clínicos, reforzando así la garantía 

del derecho fundamental a la salud 

consagrado en el artículo 49 de la 

Constitución Política; desde el punto 

de vista social, el proyecto tiene un 

impacto relevante al mejorar 

potencialmente la calidad y 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

seguridad de la atención en salud, 

reducir riesgos asociados a 

transfusiones innecesarias o 

inadecuadas, fortalecer la protección 

del paciente y contribuir a una mayor 

equidad en el acceso a servicios 

sanguíneos seguros, beneficiando 

especialmente a poblaciones 

vulnerables que dependen de 

intervenciones médicas complejas; y 

en el ámbito económico, aunque 

puede generar costos iniciales 

asociados a la implementación de 

sistemas de gestión, capacitación del 

talento humano en salud, adecuación 

de infraestructura hospitalaria y 

fortalecimiento de bancos de sangre, 

también puede producir efectos 

positivos a mediano y largo plazo al 

optimizar el uso de recursos del 

sistema sanitario, reducir 

complicaciones médicas costosas, 

disminuir la demanda innecesaria de 

hemocomponentes y mejorar la 

eficiencia del gasto público en salud, 

todo ello bajo el marco del principio 

de sostenibilidad fiscal y eficiencia 

administrativa que rige la actuación 

del Estado en la prestación de 

servicios públicos esenciales. 

El proyecto de ley genera un impacto 

jurídico estructural dentro del sistema 

de salud colombiano, en la medida en 

que establece la obligación para el 

Estado de adoptar una Política Nacional 

de Salud Sanguínea y de implementar la 

gestión de la sangre del paciente en todo 

el territorio nacional, lo cual se traduce en 

la creación de deberes normativos 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

vinculantes para el Ministerio de Salud, 

las entidades territoriales y los 

prestadores del servicio, quienes 

deberán diseñar, ejecutar y articular 

protocolos técnicos en materia de 

seguridad transfusional y uso racional de 

hemocomponentes; este marco fortalece 

el derecho fundamental a la salud 

consagrado en el artículo 49 de la 

Constitución Política y consolida 

principios como la eficiencia, la 

continuidad y la calidad en la prestación 

del servicio público de salud, generando 

además un esquema de gobernanza 

sanitaria con mayor estandarización y 

control institucional. 

Desde el punto de vista social, la 

iniciativa tiene un efecto positivo en la 

protección de la vida y la integridad de los 

pacientes, al promover prácticas clínicas 

más seguras y reducir los riesgos 

asociados a transfusiones innecesarias o 

inadecuadas, lo cual mejora la calidad de 

la atención en salud; adicionalmente, 

contribuye a la equidad en el acceso a 

servicios sanguíneos seguros en todo el 

territorio nacional, especialmente en 

zonas rurales o con menor capacidad 

hospitalaria, y fortalece la confianza de la 

ciudadanía en el sistema de salud al 

garantizar procesos más controlados, 

eficientes y basados en evidencia 

científica, lo que impacta directamente en 

la percepción de calidad del servicio 

público esencial de salud. 

En el ámbito económico, el proyecto 

puede generar un impacto mixto, ya que 

en el corto plazo implica costos fiscales y 

administrativos derivados de la 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

implementación de la política, incluyendo 

inversión en infraestructura hospitalaria, 

modernización de bancos de sangre, 

capacitación del talento humano en salud 

y desarrollo de sistemas de gestión 

clínica; sin embargo, a mediano y largo 

plazo puede producir beneficios 

económicos importantes al optimizar el 

uso de hemocomponentes, reducir 

complicaciones médicas asociadas a 

transfusiones innecesarias, disminuir 

estancias hospitalarias prolongadas y 

evitar costos derivados de eventos 

adversos, contribuyendo así a una mayor 

eficiencia del gasto público en salud y al 

cumplimiento del principio de 

sostenibilidad fiscal dentro del sistema 

general de seguridad social en salud. 

 

- PROYECTO DE LEY 347 DE 2026, 

(SENADO-COMISION PRIMERA) “por 

medio de la cuál se establecen 

herramientas para el ejercicio de 

supervisión por parte de las autoridades 

de inspección, vigilancia y control del 

sistema nacional de transporte, se dicta 

el régimen sancionatorio del transporte 

terrestre automotor, de los organismos de 

tránsito y de los organismos de apoyo al 

tránsito, se establecen disposiciones 

para la protección de los usuarios de los 

servicios de transporte y se dictan otras 

disposiciones para el fortalecimiento de la 

función de supervisión de otros modos de 

transporte.” 

- Autor: Ministra de Transporte, Dra. 

MARÍA FERNANDA ROJAS 

MANTILLA, Superintendente De 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

Transporte, ALFREDO ENRIQUE 

PIÑERES OLAVE. 

- El Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del 

Senado se enmarca dentro del proceso 

de fortalecimiento institucional del 

Sistema Nacional de Transporte en 

Colombia, mediante la actualización y 

consolidación de herramientas jurídicas, 

administrativas y sancionatorias 

orientadas al ejercicio de las funciones de 

inspección, vigilancia y control por parte 

de las autoridades competentes, 

particularmente en el sector del 

transporte terrestre automotor y los 

organismos de tránsito y apoyo al 

tránsito. La iniciativa busca responder a 

la necesidad de modernizar el régimen de 

supervisión estatal sobre la actividad 

transportadora, incorporando 

mecanismos más eficaces de control, 

tipificación de conductas infractoras y 

aplicación de sanciones administrativas, 

así como la adopción de medidas 

orientadas a la protección de los usuarios 

del servicio público de transporte. En este 

sentido, el proyecto se articula con el 

marco constitucional que regula la 

intervención del Estado en los servicios 

públicos, la garantía de la movilidad como 

derecho de circulación y la protección del 

interés general, en un sector estratégico 

para la economía y la conectividad 

territorial del pais. 

- El Proyecto de Ley 347 de 2026 del 

Senado, correspondiente al régimen 

sancionatorio del transporte y 

fortalecimiento de la inspección, 

vigilancia y control del sistema nacional 

de transporte, fue radicado como 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

iniciativa del Gobierno Nacional, pero 

su trámite legislativo no avanzó a etapas 

de debate en comisión ni plenaria, ya 

que posteriormente fue retirado por el 

Ejecutivo o archivado dentro del 

trámite legislativo, debido a 

controversias sectoriales relacionadas 

con su impacto en plataformas de 

transporte, usuarios y régimen 

sancionatorio.  

- El impacto social del Proyecto de Ley 

No. 347 de 2026 del Senado es 

significativo, en la medida en que su 

finalidad de fortalecer la inspección, 

vigilancia y control del sistema nacional 

de transporte, así como de unificar y 

robustecer el régimen sancionatorio 

aplicable al transporte terrestre 

automotor y a los organismos de tránsito, 

incide directamente en la calidad, 

seguridad y confiabilidad del servicio 

público de transporte que utilizan 

diariamente los ciudadanos; en este 

sentido, la iniciativa busca reducir la 

siniestralidad vial, prevenir conductas 

irregulares en la prestación del servicio, 

mejorar los estándares de operación de 

los actores del sistema y garantizar una 

mayor protección de los usuarios frente a 

prácticas inseguras, informales o 

contrarias a la normatividad vigente, lo 

cual se traduce en una mejora de la 

seguridad vial y de la percepción de 

confianza en el sistema de movilidad; 

adicionalmente, el proyecto tiene un 

impacto social relevante en términos de 

equidad y acceso, al promover 

condiciones más homogéneas de 

prestación del servicio en el territorio 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

nacional, disminuyendo asimetrías entre 

regiones en la aplicación de sanciones y 

en la capacidad de control de las 

autoridades locales, lo que contribuye a 

una mayor cohesión institucional y a la 

garantía del derecho a la movilidad en 

condiciones de seguridad, calidad y 

legalidad, fortaleciendo así la relación 

entre el Estado y los usuarios del sistema 

de transporte como servicio público 

esencial. 

- El impacto económico del Proyecto de 

Ley No. 347 de 2026 del Senado es 

mixto, en la medida en que su 

implementación implica, por un lado, un 

incremento en los costos administrativos 

y operativos del Estado asociados al 

fortalecimiento de las funciones de 

inspección, vigilancia y control del 

sistema nacional de transporte, lo que 

incluye la necesidad de inversión en 

infraestructura tecnológica, sistemas de 

información, personal especializado y 

capacidades institucionales de las 

autoridades de tránsito y transporte, así 

como el eventual ajuste de los 

organismos de apoyo al tránsito para 

cumplir con estándares más estrictos de 

supervisión y control; adicionalmente, 

puede generar mayores cargas 

económicas para los operadores del 

sector transporte, derivados del 

cumplimiento de un régimen 

sancionatorio más riguroso y de la 

adopción de medidas de formalización y 

adecuación normativa, lo cual podría 

impactar los costos operativos de 

empresas transportadoras y actores 

individuales. Sin embargo, desde una 
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EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES FRENTE A LAS OBLIGACIONES DEL CONTRATO 

OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

perspectiva macroeconómica y de 

eficiencia del sistema, el proyecto 

también puede generar beneficios 

significativos a mediano y largo plazo, al 

contribuir a la reducción de costos 

asociados a la siniestralidad vial, 

disminuir pérdidas económicas derivadas 

de accidentes de tránsito, optimizar la 

eficiencia del sistema logístico y de 

movilidad, y promover la formalización 

del sector, lo que fortalece la 

competitividad del transporte como 

actividad económica estratégica para el 

comercio, la integración territorial y el 

desarrollo productivo del país. 

- El impacto jurídico del Proyecto de Ley 

No. 347 de 2026 del Senado es de 

carácter estructural y de alta relevancia 

dentro del ordenamiento administrativo 

sancionador colombiano, en la medida en 

que introduce o fortalece herramientas 

normativas para el ejercicio de las 

funciones de inspección, vigilancia y 

control del sistema nacional de 

transporte, lo que implica una redefinición 

del alcance competencial de las 

autoridades administrativas del sector, 

así como la consolidación de un régimen 

sancionatorio más unificado, sistemático 

y coercitivo aplicable al transporte 

terrestre automotor, a los organismos de 

tránsito y a los organismos de apoyo al 

tránsito; en este sentido, el proyecto 

desarrolla el principio de legalidad 

sancionatoria previsto en el artículo 29 de 

la Constitución Política, al precisar 

conductas infractoras, procedimientos y 

consecuencias jurídicas, reforzando la 

potestad sancionadora del Estado en 
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OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL CONTRATO 
ACTIVIDADES  REALIZADAS DURANTE EL 

PERIODO 

materia de servicios públicos regulados, 

y articulándose con los artículos 24 y 365 

constitucionales en cuanto a la regulación 

de la libertad de locomoción y la 

intervención estatal en la prestación 

eficiente y segura del servicio público de 

transporte; adicionalmente, la iniciativa 

contribuye a la unificación normativa del 

régimen sancionatorio, reduciendo la 

dispersión jurídica existente en la materia 

y fortaleciendo la seguridad jurídica para 

los operadores del sistema y los usuarios, 

al establecer reglas más claras, 

homogéneas y exigibles en todo el 

territorio nacional, lo que implica un 

mayor control de legalidad, eficiencia 

administrativa y fortalecimiento del poder 

sancionador del Estado en el sector 

transporte. 

 

 

 
 
 
 

5. Apoyar a la Sección de Leyes en el estudio y 
recopilación de los diferentes pronunciamientos de 
la Corte Constitucional relacionados con el trámite 
Legislativo y presentar el correspondiente informe 
digital y físico, cuando sea requerido 

Realice estudio respecto de la actividad 
parlamentaria en Colombia, realizando 
un recorrido iniciando en el año 2004, 
2010 y 2024, analizando cada una de las 
posturas y decisiones tomadas las cuales 
quedaron plasmadas en el documento 
denominado LÍNEA 
JURISPRUDENCIAL SOBRE LA 
ACTIVIDAD PARLAMENTARIA EN 
COLOMBIA 
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INTRODUCCIÓN 

Históricamente, el principio de publicidad y el control de los vicios de 
procedimiento han evolucionado desde el secretismo de los modelos inquisitivos 
coloniales hacia la transparencia exigida por el Estado Social de Derecho en la Constitución 
de 1991. Mientras que la publicidad se consolidó como una garantía democrática de control 
ciudadano y debido proceso —especialmente con la oralidad de la Ley 906 de 2004—, el 
control de los vicios de forma se fortaleció desde 1910 como una herramienta para invalidar 
leyes o actos administrativos que ignoran las reglas del debate parlamentario o judicial. En 
el periodo 2024-2025, esta trayectoria culmina en una jurisprudencia estricta que sanciona 
la falta de transparencia digital y los errores en el trámite legislativo como faltas 
insubsanables que rompen el equilibrio de poderes y la confianza pública. 

En consecuencia, el estudio de esta línea jurisprudencial permite comprender cómo la Corte 
Constitucional ha interpretado y aplicado los principios de la Constitución en relación con la 
actividad parlamentaria, ofreciendo criterios claros para evaluar la validez de los debates 
legislativos, la conducta de los congresistas y la función de los partidos políticos en el marco 
de la democracia deliberativa. 

La actividad parlamentaria en Colombia constituye uno de los pilares esenciales del Estado 
Social de Derecho consagrado en la Constitución Política de 1991. El Congreso de la 
República, como órgano de representación popular, no solo ejerce funciones normativas, 
de control político y de reforma constitucional, sino que también encarna el principio de 
democracia deliberativa, entendido como la necesidad de que las decisiones públicas 
surjan de un proceso de discusión plural, informado y transparente. En este sentido, la Corte 
Constitucional ha desempeñado un papel central en la construcción de una línea 
jurisprudencial que delimita los alcances de la autonomía parlamentaria, al tiempo que 
garantiza la vigencia de los valores superiores de la Constitución. 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el ejercicio de la función legislativa no 
puede reducirse a la mera producción normativa, sino que debe estar acompañado de un 
debate democrático que asegure la participación de las distintas fuerzas políticas y la 
representación de la diversidad social. Este debate, además, debe desarrollarse bajo 
parámetros de probidad y transparencia, de manera que los congresistas actúen siempre 
en función del interés general y eviten cualquier forma de conflicto de intereses que pueda 
comprometer la legitimidad de sus actuaciones. 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS 

Históricamente, el principio de publicidad y el control de los vicios de 
procedimiento han evolucionado desde el secretismo de los modelos inquisitivos 
coloniales hacia la transparencia exigida por el Estado Social de Derecho en la Constitución 
de 1991. Mientras que la publicidad se consolidó como una garantía democrática de control 
ciudadano y debido proceso especialmente con la oralidad de la Ley 906 de 2004, el control 
de los vicios de forma se fortaleció desde 1910 como una herramienta para invalidar leyes 
o actos administrativos que ignoran las reglas del debate parlamentario o judicial. En el
periodo 2024-2025, esta trayectoria culmina en una jurisprudencia estricta que sanciona la 
falta de transparencia digital y los errores en el trámite legislativo como faltas insubsanables 
que rompen el equilibrio de poderes y la confianza pública. 



• Fundamento Democrático: Históricamente, la publicidad se asocia con el control
ciudadano sobre la justicia, garantizando que los actos del Estado sean visibles y
motivados.

• Constitucionalización (1991): La Constitución Política de Colombia (Art. 209 y 74)
elevó la publicidad a principio rector, exigiendo la visibilidad de los actos
administrativos y judiciales, con excepciones limitadas a la reserva legal.

• Reforma Procesal Penal (Ley 906 de 2004): Consagró el sistema penal
acusatorio, donde la publicidad de las audiencias se convirtió en la regla,
permitiendo la vigilancia de la administración de justicia.

• Evolución 2024-2025: Jurisprudencia reciente reafirma la publicidad de los actos
judiciales y la necesidad de motivar las decisiones, considerando que la falta de
publicidad puede implicar la ineficacia de lo actuado. La Corte Constitucional en
2025 (Sentencia T-203) ha delimitado su alcance, protegiendo derechos
fundamentales de terceros.

La evolución de la actividad parlamentaria en Colombia debe entenderse a la luz de los 

procesos históricos que han configurado el sistema político y constitucional del país, desde 

las primeras cartas políticas del siglo XIX hasta la Constitución de 1991. En las 

constituciones de 1830, 1832 y 1843, el Congreso fue concebido como un órgano de 

representación restringida, en el que predominaban las élites políticas y económicas, y cuya 

función principal era la producción normativa sin mayores exigencias de deliberación 

democrática. Posteriormente, la Constitución de 1886 consolidó un modelo centralista y 

presidencialista, en el cual el Congreso desempeñaba un papel subordinado frente al 

Ejecutivo, con limitaciones significativas en su autonomía y con escasa garantía de 

pluralismo político. Durante gran parte del siglo XX, la actividad parlamentaria estuvo 

marcada por el bipartidismo liberal-conservador, que redujo la deliberación democrática a 

la confrontación entre dos grandes colectividades, excluyendo a otras fuerzas sociales y 

políticas. Este contexto histórico generó una práctica parlamentaria caracterizada por la 

disciplina partidista rígida, la escasa transparencia en los debates y la frecuente 

instrumentalización del Congreso como escenario de negociación política entre las élites. 

La crisis institucional de los años ochenta, marcada por la violencia política, el narcotráfico 

y la pérdida de legitimidad de las instituciones, condujo a la convocatoria de la Asamblea 

Nacional Constituyente de 1991, que transformó radicalmente el papel del Congreso. La 

nueva Constitución introdujo principios como la democracia participativa y deliberativa 

(artículos 1, 2 y 40), el reconocimiento de los partidos políticos como instrumentos 

esenciales de representación (artículos 107 y 108), y el deber de los congresistas de actuar 

consultando la justicia y el bien común (artículo 133). Estos cambios históricos redefinieron 

la actividad parlamentaria, otorgándole mayor autonomía frente al Ejecutivo, pero también 

imponiéndole límites derivados de la supremacía constitucional y de la necesidad de 

garantizar transparencia y probidad en el ejercicio de la función legislativa. 

La doctrina ha señalado que este tránsito histórico refleja una tensión permanente entre la 

autonomía parlamentaria y el control constitucional, tensión que se ha resuelto 

progresivamente mediante la jurisprudencia de la Corte Constitucional. En efecto, desde la 

década de 1990, la Corte ha asumido un papel activo en la vigilancia de la actividad 



parlamentaria, asegurando que los debates legislativos se desarrollen bajo parámetros de 

pluralismo, publicidad y deliberación suficiente. Este control ha sido fundamental para 

superar prácticas históricas de opacidad y clientelismo, y para consolidar un modelo de 

Congreso orientado al interés general y a la representación efectiva de la diversidad social. 

En este sentido, los antecedentes históricos muestran que la actividad parlamentaria en 

Colombia ha pasado de ser un espacio dominado por élites y por un bipartidismo 

excluyente, a convertirse en un escenario regulado por principios constitucionales de 

democracia deliberativa, transparencia y probidad. La Constitución de 1991, junto con la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha marcado un punto de inflexión en esta 

evolución, al establecer que el Congreso no solo es un órgano de producción normativa, 

sino también un espacio de deliberación plural y responsable, sometido a la vigilancia de la 

Constitución y orientado a la realización del bien común. 

Vicios de Procedimiento: Evolución y el debate en 2024-2025 

• Orígenes del Control (1910): A partir del Acto Legislativo 3 de 1910, la Corte
Suprema de Justicia fue facultada para decidir sobre la inconstitucionalidad de leyes
por vicios de forma en su formación, estableciendo el control de constitucionalidad.

• Vicios en la Formación de la Ley (2024): Constituyen una infracción a las reglas
establecidas en la Constitución y la Ley 5ª de 1992 (Reglamento del Congreso),
siendo el desconocimiento de la publicidad en el debate parlamentario una de las
formas más graves de vicio.

• Jurisprudencia Reciente (C-051/25 y C-448/24):

Vicios de Publicidad en el Congreso: En el periodo 2024-2025, la Corte Constitucional 
ha verificado vicios relevantes cuando no se han publicado o leído correctamente los 
informes de conciliación o las proposiciones modificativas, afectando el debate 
democrático. 

Caducidad: La Corte reiteró que las demandas por vicios de procedimiento tienen un 
término de caducidad de un año tras la promulgación de la ley. 
Vicios de Forma vs. Sustanciales: Históricamente se distingue entre las irregularidades 
en el trámite (forma) y los vicios materiales, siendo los de forma subsanables en ciertos 
casos, pero insubsanables si violan principios democráticos esenciales.  

• Justicia Digital y Publicidad: El uso de tecnologías ha impulsado la necesidad de
garantizar la publicidad de los juicios virtuales, lo que ha llevado a sentencias que
equilibran la modernización con el acceso público (Sentencia C-134 de 2023,
reafirmada en 2024-2025).

• Transparencia de Datos: Se ha reforzado la obligatoriedad de la divulgación
proactiva y el acceso a la información pública, consolidando el principio de máxima
publicidad.

• Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente

En resumen, los antecedentes muestran un camino hacia la transparencia procesal, donde 
el principio de publicidad ya no es solo una norma formal, sino una garantía 
democrática cuya vulneración genera vicios de procedimiento inconstitucionales, fuere en 
la creación de leyes o en la ejecución de la justicia, especialmente en el contexto de la Corte 
Constitucional en 2024-2025.  



La actividad parlamentaria en Colombia constituye el núcleo de la democracia 

representativa y deliberativa. La Corte Constitucional, desde la promulgación de la 

Constitución de 1991, ha desarrollado una línea jurisprudencial que busca garantizar que 

el Congreso actúe bajo los principios de probidad, transparencia, pluralismo y respeto 

por el debate democrático. Esta línea se ha consolidado en torno a tres ejes 

fundamentales: 

1. La democracia deliberativa como principio rector.

2. La probidad de los congresistas, evitando conflictos de interés.

3. La validez de los debates legislativos, incluso cuando se desarrollan por bancadas.

En este marco, la Corte ha establecido que la validez de los debates parlamentarios no 
depende de la intervención individual de cada congresista, sino de la existencia de una 
deliberación suficientemente ilustrada, en la que se respeten las reglas de procedimiento y 
se garantice el pluralismo político. Así, se ha reconocido la legitimidad de los debates 
organizados por bancadas, en tanto reflejan la dinámica propia de los partidos políticos 
como instrumentos de representación y articulación de intereses colectivos. La importancia 
de esta línea jurisprudencial radica en que busca equilibrar dos dimensiones 
fundamentales: por un lado, la autonomía del Congreso como órgano político y 
representativo, y por otro, la vigilancia constitucional que asegura que dicha autonomía 
se ejerza dentro de los límites de la Carta Política y en armonía con los principios de 
democracia, transparencia y probidad. Este equilibrio es indispensable para preservar la 
legitimidad del sistema democrático y para garantizar que las decisiones legislativas 
respondan al bien común y no a intereses particulares. 

La Corte Constitucional, en pronunciamientos como la Sentencia C-473 de 2004 y la 
Sentencia C-302 de 2021, ha consolidado esta línea, reafirmando que la democracia 
deliberativa no exige unanimidad ni participación absoluta, sino respeto por el debate plural 
y suficiente ilustración, y que la probidad parlamentaria implica la prohibición de actuar en 
beneficio de intereses privados o de financiadores de campañas. Estos fallos, junto con 
otros pronunciamientos intermedios, han configurado un cuerpo jurisprudencial robusto que 
orienta la práctica parlamentaria hacia la transparencia, la responsabilidad y la legitimidad 
democrática.En consecuencia, el estudio de esta línea jurisprudencial permite comprender 
cómo la Corte Constitucional ha interpretado y aplicado los principios de la Constitución en 
relación con la actividad parlamentaria, ofreciendo criterios claros para evaluar la validez 
de los debates legislativos, la conducta de los congresistas y la función de los partidos 
políticos en el marco de la democracia deliberativa. 



ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES 

SENTENCIAS MÁS IMPORTANTES 

Este compendio técnico integra la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional (2024-

2026) sobre la validez del iter legislativo en el Estado Social de Derecho: 

La actual dogmática constitucional colombiana ha decantado un estándar de control de 
constitucionalidad formal intensificado, fundamentado en la protección de la 
democracia deliberativa y el pluralismo político. A través de hitos como la Sentencia C-
294 de 2024 y su posterior articulación en la C-448 de 2024, la Corte ha elevado el 
principio de publicidad a presupuesto de existencia de la voluntad legislativa, 
estableciendo que la omisión en el conocimiento real y efectivo de las proposiciones vicia 
el consentimiento de la célula legislativa, aunque permite la subsanación procedimental 
(Auto 705/24) siempre que se retrotraiga la actuación a la etapa donde se originó el yerro 
sin vulnerar la consecutividad. Este rigorismo se extiende a la unidad de materia (C-117/24 
y C-244/25), donde se exige una conexidad teleológica, temática y sistemática estricta para 
evitar la dispersión legislativa y los "artículos extraños", especialmente en leyes de 
naturaleza multitemática como el Plan Nacional de Desarrollo. Asimismo, la declaratoria de 
inexequibilidad de la estructura ministerial (C-161/24 y C-110/25) por vicios de forma 
insubsanables y la adopción de medidas cautelares sobre leyes estructurales (Auto 841/25) 
confirman una tendencia hacia la intervención judicial preventiva y correctiva, cuyo fin 
es garantizar que la eficacia de las mayorías parlamentarias no erosione los procedimientos 
mínimos de debate, el principio de transparencia y la estabilidad institucional del 
ordenamiento jurídico. 

La jurisprudencia constitucional sobre la actividad parlamentaria en Colombia se ha 

consolidado a través de una serie de pronunciamientos que, en conjunto, delinean los 

alcances de la democracia deliberativa, la probidad de los congresistas y la validez de los 

debates legislativos. En primer lugar, la Sentencia C-473 de 2004 constituye un hito 

fundacional, pues la Corte Constitucional analizó la validez de los debates legislativos 

organizados por bancadas, concluyendo que la democracia deliberativa no exige la 

intervención individual de todos los congresistas, sino la existencia de un debate 

suficientemente ilustrado y respetuoso del pluralismo político. En esta decisión, la Corte 

reconoció que los partidos políticos, en virtud de los artículos 107 y 108 de la Constitución, 

son instrumentos esenciales de representación y que la organización de los debates por 

bancadas no vulnera la deliberación democrática, sino que la fortalece al canalizar la 

participación colectiva. Posteriormente, la Sentencia C-141 de 2010 reafirmó la centralidad 

de la democracia deliberativa como principio rector de la actividad parlamentaria, señalando 

que el Congreso no puede reducir su función a la aprobación mecánica de proyectos de ley, 

sino que debe garantizar espacios de discusión plural, transparente y suficientemente 

informado, en consonancia con los artículos 1, 2 y 40 de la Constitución. En esta línea, la 

Corte enfatizó que la deliberación parlamentaria es condición de validez de las decisiones 

legislativas, pues asegura que las normas respondan al interés general y no a intereses 

particulares. 



Más recientemente, la Sentencia C-302 de 2021 profundizó en el deber de probidad de los 

congresistas, al declarar inconstitucional una norma que permitía la participación de 

parlamentarios en debates y votaciones que beneficiaran a sectores económicos 

financiadores de sus campañas. La Corte sostuvo que el conflicto de intereses es 

incompatible con la función parlamentaria, en tanto los congresistas, conforme al artículo 

133 de la Constitución, deben actuar consultando la justicia y el bien común, y no en 

beneficio de intereses privados. Este fallo reafirmó que la autonomía parlamentaria se 

encuentra limitada por los principios superiores de transparencia y responsabilidad, y que 

la confianza ciudadana en el Congreso depende de la estricta observancia de la probidad 

en el ejercicio de la función legislativa. La Corte, además, vinculó este pronunciamiento con 

el artículo 182 de la Constitución, que establece el deber de los congresistas de declarar 

impedimentos cuando existan conflictos de interés, subrayando que la omisión de este 

deber compromete la legitimidad democrática del proceso legislativo. 

La doctrina ha resaltado que estas decisiones, junto con otros pronunciamientos 

intermedios como la C-816 de 2004 (sobre el principio de publicidad en los debates 

parlamentarios) y la C-1040 de 2005 (sobre la disciplina de bancadas), configuran una línea 

jurisprudencial coherente que busca equilibrar la autonomía del Congreso con la vigilancia 

constitucional. En efecto, la Corte ha establecido que la validez de los debates legislativos 

depende de tres condiciones esenciales: (i) la existencia de una deliberación 

suficientemente ilustrada, (ii) el respeto por el pluralismo político y la organización de los 

partidos, y (iii) la probidad de los congresistas, evitando conflictos de interés y garantizando 

que las decisiones respondan al interés general. Esta tríada de condiciones se articula con 

los principios constitucionales de democracia participativa (artículos 1 y 40), transparencia 

en la función pública (artículo 209) y responsabilidad política de los representantes (artículo 

133). 

En suma, la línea jurisprudencial consolidada por la Corte Constitucional a través de las 

sentencias C-473 de 2004, C-141 de 2010 y C-302 de 2021, complementada por 

decisiones como la C-816 de 2004 y la C-1040 de 2005, ha configurado un marco normativo 

y jurisprudencial que orienta la actividad parlamentaria hacia la transparencia, la 

deliberación plural y la probidad. Este cuerpo jurisprudencial asegura que la autonomía 

legislativa no se convierta en un espacio de privilegios particulares, sino en un escenario 

de construcción del bien común, en el cual los congresistas actúan como garantes de la 

democracia deliberativa y de la legitimidad del sistema político colombiano. 

La evolución jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre la actividad parlamentaria 

muestra un tránsito progresivo desde una visión formalista del debate legislativo hacia una 

concepción sustantiva y ética de la función parlamentaria, enmarcada en los principios de 

democracia deliberativa, probidad y transparencia. En la Sentencia C-473 de 2004, la Corte 

validó los debates organizados por bancadas, reconociendo que la democracia deliberativa 

no exige la intervención de todos los congresistas, sino la existencia de una deliberación 

suficientemente ilustrada y respetuosa del pluralismo, lo que supuso un avance frente a 

interpretaciones rígidas del procedimiento legislativo. Posteriormente, en la C-141 de 2010, 

se profundizó en el carácter sustantivo de la deliberación, exigiendo que los debates 



parlamentarios fueran pluralistas, informados y orientados al interés general, lo que elevó 

el estándar de legitimidad democrática de las decisiones legislativas. Finalmente, en la C-

302 de 2021, la Corte dio un giro hacia el control ético de la función parlamentaria, al 

declarar inconstitucional la participación de congresistas en debates que beneficiaran a 

financiadores de campañas, consolidando el principio de probidad como límite material a la 

autonomía legislativa. Este último pronunciamiento representa un avance cualitativo, pues 

no solo refuerza la transparencia y la responsabilidad política, sino que introduce un 

estándar de integridad institucional que vincula directamente la legitimidad del Congreso 

con la conducta ética de sus miembros. Así, la línea jurisprudencial ha pasado de validar 

prácticas organizativas internas (como las bancadas) a exigir condiciones sustantivas de 

deliberación y, finalmente, a establecer límites éticos precisos, configurando un modelo 

parlamentario sometido a la Constitución, orientado al bien común y vigilado por principios 

superiores de justicia, transparencia y responsabilidad democrática. 

APORTES DE LA DOCTRINA 

La doctrina constitucional colombiana ha desarrollado un cuerpo teórico robusto en torno a 

la actividad parlamentaria, destacando que el Congreso de la República, como órgano de 

representación popular, constituye el escenario privilegiado para la realización de la 

democracia deliberativa prevista en la Constitución de 1991 (artículos 1, 2, 3 y 40), en la 

medida en que allí confluyen las distintas fuerzas políticas y sociales para la construcción 

de consensos normativos y el control político del gobierno. En este sentido, autores como 

Rodrigo Uprimny y Manuel José Cepeda han señalado que la deliberación parlamentaria 

no puede reducirse a un trámite formal de discusión, sino que debe garantizar la suficiente 

ilustración de los temas sometidos a debate, la participación plural de las bancadas y la 

transparencia en la toma de decisiones, de manera que se preserve la legitimidad 



democrática del proceso legislativo. La doctrina enfatiza que la probidad parlamentaria, 

entendida como el deber de los congresistas de actuar en función del interés general y 

evitar conflictos de interés, encuentra fundamento directo en los artículos 123 y 133 de la 

Constitución, que consagran la responsabilidad de los servidores públicos y el mandato 

imperativo de los representantes de actuar consultando la justicia y el bien común. En este 

marco, se ha sostenido que la intervención de los partidos políticos en la organización de 

los debates no constituye una restricción a la deliberación individual, sino una manifestación 

del principio de democracia representativa y participativa (artículos 107 y 108), en tanto 

los partidos son instrumentos esenciales para canalizar la voluntad ciudadana y estructurar 

el debate parlamentario. La doctrina también ha resaltado que la validez de los debates no 

depende de la intervención de todos los congresistas, sino de que se garantice un proceso 

deliberativo suficientemente informado, lo cual se conecta con el principio de publicidad y 

transparencia de las actuaciones públicas (artículo 209), y con el deber de los congresistas 

de declarar impedimentos cuando existan conflictos de interés (artículo 182). En este punto, 

se ha subrayado que la jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente en las 

sentencias C-473 de 2004 y C-302 de 2021, ha consolidado la idea de que la autonomía 

parlamentaria no es absoluta, sino que se encuentra limitada por los principios superiores 

de la Constitución, de modo que la organización interna del Congreso debe respetar la 

democracia deliberativa y la probidad de sus miembros. La doctrina, en consecuencia, ha 

aportado criterios técnicos para interpretar la actividad parlamentaria como un ejercicio de 

poder sometido a controles constitucionales, donde la libertad de configuración normativa 

del legislador se equilibra con la exigencia de garantizar debates transparentes, pluralistas 

y libres de intereses particulares. Así, se ha planteado que la función parlamentaria se 

convierte en un espacio de responsabilidad política y ética, en el cual los congresistas 

deben actuar como garantes del interés general y como representantes de la diversidad 

social, evitando que la actividad legislativa se desvíe hacia la satisfacción de intereses 

privados o corporativos. Este enfoque doctrinal se articula con la noción de Estado Social 

de Derecho (artículo 1), que exige que todas las actuaciones de los órganos públicos, 

incluido el Congreso, se orienten a la realización efectiva de los derechos fundamentales y 

al fortalecimiento de la confianza ciudadana en las instituciones. En suma, la doctrina ha 

enriquecido la línea jurisprudencial al subrayar que la actividad parlamentaria no es un 

espacio de mera autonomía política, sino un escenario regulado por principios 

constitucionales de transparencia, probidad y deliberación democrática, cuya observancia 

resulta indispensable para preservar la legitimidad del sistema democrático colombiano. 

 

SENTENCIA  APORTE PRINCIPAL 

C-473/04 2004 

Validez de debates por bancadas y suficiente ilustración. 

  

C-141/10 2010 Democracia deliberativa como principio rector del Congreso. 



SENTENCIA  APORTE PRINCIPAL 

C-302/21 2021 

Inconstitucionalidad de normas que permiten conflictos de interés en 

congresistas. 

 

 

SENTENCIA HITO 

La Sentencia C-473 de 2004 es considerada hito porque consolidó la noción de que la 

democracia deliberativa no exige la intervención de todos los congresistas, sino el respeto 

por el debate plural y organizado. Esta decisión marcó el inicio de una línea jurisprudencial 

que reconoce la validez de los debates parlamentarios aun cuando se desarrollen por 

bancadas. 

ÚLTIMO PRONUNCIAMIENTO RELEVANTE 

La Sentencia C-302 de 2021 constituye el pronunciamiento más reciente y trascendental: 

• La Corte declaró inconstitucional que congresistas pudieran participar en debates 

que beneficiaran a financiadores de sus campañas. 

• Se reafirmó la probidad parlamentaria y la prevalencia del interés general. 

• Este fallo fortalece la confianza ciudadana en el Congreso y delimita claramente los 

estándares éticos de la actividad parlamentaria. 

CONCLUSIONES GENERALES 

La línea jurisprudencial de la Corte Constitucional sobre la actividad parlamentaria en 

Colombia evidencia un proceso de consolidación progresiva de los principios de 

democracia deliberativa, probidad parlamentaria y validez de los debates legislativos, 

que ha transformado la comprensión del rol del Congreso en el marco del Estado Social de 

Derecho. Desde los primeros pronunciamientos, como la Sentencia C-473 de 2004, la 

Corte estableció que la democracia deliberativa no exige la intervención individual de todos 

los congresistas, sino la existencia de un debate suficientemente ilustrado y respetuoso del 

pluralismo político, reconociendo la legitimidad de los debates organizados por bancadas 

como expresión del papel de los partidos políticos en la representación democrática. Este 

fallo marcó un punto de inflexión al superar visiones formalistas del procedimiento legislativo 

y al situar la deliberación como condición sustantiva de validez de las decisiones 

parlamentarias. 

Posteriormente, en la Sentencia C-141 de 2010, la Corte profundizó en la dimensión 

sustantiva de la deliberación, subrayando que el Congreso no puede limitarse a aprobar 

mecánicamente proyectos de ley, sino que debe garantizar debates pluralistas, informados 

y transparentes, en consonancia con los artículos 1, 2 y 40 de la Constitución. Este 

pronunciamiento elevó el estándar de legitimidad democrática, al exigir que las decisiones 



legislativas respondan al interés general y se construyan sobre un proceso deliberativo real 

y efectivo. De esta manera, la Corte vinculó directamente la validez de la actividad 

parlamentaria con la calidad del debate democrático, reforzando la idea de que la 

autonomía legislativa está condicionada por principios superiores de participación y 

pluralismo. 

El avance más significativo se produjo con la Sentencia C-302 de 2021, en la cual la Corte 

Constitucional declaró inconstitucional la participación de congresistas en debates y 

votaciones que beneficiaran a sectores económicos financiadores de sus campañas. En 

este fallo, la Corte sostuvo que el conflicto de intereses es incompatible con la función 

parlamentaria, pues los congresistas, conforme al artículo 133 de la Constitución, deben 

actuar consultando la justicia y el bien común, y no en beneficio de intereses privados. 

Asimismo, la Corte vinculó este deber con el artículo 182, que establece la obligación de 

declarar impedimentos cuando existan conflictos de interés, y con el artículo 209, que 

consagra la transparencia como principio rector de la función pública. Este pronunciamiento 

representa un avance cualitativo en la línea jurisprudencial, al introducir un estándar ético 

preciso que vincula la legitimidad del Congreso con la conducta individual de sus miembros, 

reforzando la confianza ciudadana en las instituciones y consolidando la probidad 

parlamentaria como límite material a la autonomía legislativa. 

En conclusión, la línea jurisprudencial sobre la actividad parlamentaria ha evolucionado 

desde la validación de prácticas organizativas internas (como los debates por bancadas) 

hacia la exigencia de condiciones sustantivas de deliberación y, finalmente, hacia la 

imposición de límites éticos estrictos en la conducta de los congresistas. Este recorrido 

refleja un proceso de maduración institucional en el que la Corte Constitucional ha buscado 

equilibrar la autonomía del Congreso con la vigilancia constitucional, asegurando que la 

actividad parlamentaria se oriente siempre al interés general y se desarrolle bajo 

parámetros de transparencia, pluralismo y probidad. La postura más reciente de la Corte, 

expresada en la Sentencia C-302 de 2021, reafirma que la legitimidad del Congreso no 

depende únicamente de la validez formal de sus procedimientos, sino de la integridad ética 

de sus miembros y de la garantía de que las decisiones legislativas se adopten libres de 

conflictos de interés. 

De esta manera, la Corte Constitucional ha configurado un modelo parlamentario sometido 

a la Constitución, en el cual la democracia deliberativa se convierte en el fundamento de la 

legitimidad, la probidad parlamentaria en el límite ético de la autonomía legislativa, y la 

transparencia en el principio rector que asegura la confianza ciudadana en las instituciones. 

Este modelo, en última instancia, fortalece el Estado Social de Derecho y garantiza que la 

actividad parlamentaria cumpla su función esencial: ser un espacio de deliberación plural y 

responsable, orientado a la construcción del bien común y a la realización efectiva de los 

valores superiores de la Constitución. 

 

ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON 

SECCION LEYES 
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1).  PROYECTO DE ESTUDIO.  
 N° Senado: 343/25| N° Cámara: - Autor: H.S. JOSÉ DAVID NAME CARDOZO. 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE LA CONTRATACIÓN MINIMA 

ANUAL DEL SERVICIO DE VIGILANCIA Y SEGURIDAD PRIVADA EN EL 

SECTOR PUBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
RESUMEN E INTRODUCCION 

El Proyecto de Ley N.º 343/25, presentado por el Honorable Senador José David 
Name Cardozo, propone establecer la contratación mínima anual del servicio de 
vigilancia y seguridad privada en el sector público, con el propósito de fortalecer la 
protección de los bienes, instalaciones y personas que hacen parte de las entidades 
estatales. En un contexto donde la seguridad se ha convertido en un factor 
determinante para el adecuado funcionamiento de las instituciones, esta iniciativa 
busca garantizar condiciones básicas que permitan prevenir riesgos, actos 
delictivos y situaciones que puedan afectar la continuidad del servicio público. 
Asimismo, el proyecto reconoce la importancia de la seguridad privada como 
complemento a la fuerza pública, contribuyendo a una cobertura más amplia y 
especializada en diferentes espacios administrativos. De igual forma, plantea la 
necesidad de estandarizar criterios de contratación que aseguren la calidad, 
idoneidad y formalidad de las empresas prestadoras del servicio, promoviendo 
prácticas transparentes y eficientes. Esta propuesta también tiene implicaciones en 
el ámbito económico y laboral, al incentivar la generación de empleo formal en el 
sector de la vigilancia y seguridad privada. Sin embargo, su implementación 
requiere un análisis cuidadoso de los impactos fiscales y de la pertinencia de 
establecer mínimos obligatorios, considerando la diversidad de necesidades entre 
las distintas entidades públicas. En este sentido, el proyecto se enmarca en la 
búsqueda de un equilibrio entre la optimización de los recursos públicos y el 
fortalecimiento de las condiciones de seguridad institucional, contribuyendo así al 
desarrollo de una administración más segura, organizada y confiable para la 
ciudadanía.Este resumen en forma de párrafo recoge las veinte líneas centrales del 
proyecto, que aunque fue archivado, muestra la intención del Gobierno de ajustar el 
sistema tributario para garantizar estabilidad fiscal y sostenibilidad a largo plazo. 

En ese orden de ideas,  tiene como finalidad establecer la obligación para las 
entidades del sector público de contratar de manera anual un mínimo de servicios 
de vigilancia y seguridad privada. Esta iniciativa busca fortalecer las condiciones de 
seguridad en las instituciones estatales, garantizando la protección de sus 
instalaciones, bienes y del personal que allí labora, así como prevenir riesgos 
asociados a actos delictivos, vandalismo u otras amenazas que puedan afectar el 
normal funcionamiento de la administración pública. 



 

El proyecto también pretende estandarizar los procesos de contratación en materia 
de seguridad, promoviendo la selección de empresas formales, certificadas y con 
personal capacitado, lo que contribuiría a mejorar la calidad del servicio prestado. 
De igual manera, reconoce el papel complementario de la seguridad privada frente 
a la fuerza pública, ampliando la cobertura y capacidad de respuesta en diferentes 
espacios del Estado. 

Adicionalmente, la propuesta tiene un impacto en el ámbito económico y social, ya 
que incentivaría la generación de empleo formal dentro del sector de la vigilancia y 
seguridad privada. Sin embargo, su implementación plantea retos importantes, 
especialmente en lo relacionado con el impacto fiscal que podría representar para 
algunas entidades, así como la necesidad de ajustar la medida a las particularidades 
y niveles de riesgo de cada institución. En este sentido, el proyecto busca equilibrar 
la mejora en las condiciones de seguridad con el uso eficiente y responsable de los 
recursos públicos. 

OBJETO 
 

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer un marco normativo que 
obligue a las entidades que integran el sector público a garantizar la contratación 
mínima anual de servicios de vigilancia y seguridad privada, con el fin de asegurar 
la protección integral de bienes, instalaciones, información y personal bajo su 
responsabilidad. Asimismo, busca definir criterios técnicos, administrativos y 
financieros que orienten la planeación, adjudicación y ejecución de dichos contratos, 
promoviendo estándares de calidad, idoneidad y formalidad en la prestación del 
servicio. De igual manera, pretende fortalecer los mecanismos de supervisión y 
control, asegurando la eficiencia en el uso de los recursos públicos, la mitigación de 
riesgos y la continuidad en la prestación de los servicios institucionales, en 
concordancia con los principios de la función administrativa.. 
 

 
TRAMITE LEGISLATIVO 

 
De acuerdo con las Gacetas del Congreso y los registros del trámite legislativo, el 
Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 originado en comision segunda Senado se 
encuentra actualmente en una etapa inicial dentro de su proceso de formación. 
Específicamente, la iniciativa ya fue radicada y publicada en la Gaceta 
correspondiente, lo que cumple con el requisito formal de dar a conocer su 
contenido y exposición de motivos ante el Congreso de la República. No obstante, 
hasta el momento no se evidencian avances relacionados con la presentación de 
ponencias ni la realización de debates en comisión o plenaria, lo que indica que el 
proyecto aún no ha surtido su primer debate. En consecuencia, su estado actual es 
el de una propuesta en curso, pendiente de ser discutida y evaluada en las etapas 
subsiguientes del trámite legislativo en el Senado. 
 



ANTECEDENTES 

Los antecedentes del Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 Senado se enmarcan en un 
conjunto de problemáticas estructurales relacionadas con la seguridad en las 
entidades públicas y la evolución del sector de vigilancia y seguridad privada en 
Colombia. En primer lugar, la iniciativa surge en un contexto en el que múltiples 
instituciones del Estado han enfrentado situaciones recurrentes de hurto, 
vandalismo, ocupaciones ilegales y riesgos para la integridad de funcionarios y 
usuarios, evidenciando la necesidad de fortalecer los esquemas de protección 
institucional. A ello se suma que, históricamente, la contratación de servicios de 
vigilancia en el sector público ha dependido de criterios discrecionales y 
disponibilidad presupuestal, lo que ha generado desigualdades significativas entre 
entidades, algunas con esquemas robustos y otras con coberturas insuficientes o 
inexistentes.En segundo lugar, el proyecto recoge antecedentes normativos y 
discusiones previas orientadas a regular y fortalecer el sector de la seguridad 
privada, el cual ha venido consolidándose como un actor complementario a la fuerza 
pública. Iniciativas legislativas anteriores han buscado dignificar las condiciones 
laborales de los vigilantes, mejorar la calidad del servicio y establecer mayores 
controles sobre las empresas del sector, evidenciando una tendencia hacia la 
profesionalización y regulación más estricta de esta actividad. ([Cámara de 
representantes][1]) Asimismo, el crecimiento de la demanda de servicios de 
vigilancia, tanto en el ámbito público como privado, ha puesto de manifiesto la 
necesidad de contar con reglas claras que orienten su contratación y garanticen 
estándares mínimos de cobertura y calidad. Adicionalmente, los antecedentes del 
proyecto se relacionan con la obligación del Estado de proteger los bienes públicos 
y garantizar la continuidad en la prestación de los servicios, principios que han sido 
reiterados en distintas políticas públicas y lineamientos administrativos. En este 
sentido, la exposición de motivos publicada en la Gaceta del Congreso destaca la 
importancia de establecer mecanismos que aseguren una planeación más eficiente 
y homogénea en materia de seguridad institucional, superando la improvisación o 
la falta de previsión en la contratación de estos servicios. 

Por otra parte, el proyecto también responde a consideraciones de carácter 
económico y social, en la medida en que el sector de vigilancia y seguridad privada 
constituye una fuente importante de empleo formal en el país. La creación de una 
obligación de contratación mínima anual en el sector público podría contribuir a la 
estabilidad laboral de miles de trabajadores, así como al fortalecimiento de 
empresas legalmente constituidas, promoviendo la formalización y reduciendo 
prácticas informales dentro del sector. 

 
IMPACTO SOCIAL -ECONOMICO – JURIDICO DEL PROYECTO 

 
El impacto social El impacto social del Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 Senado 
se proyecta como significativo en diversos niveles, al incidir directamente en la 
seguridad institucional, el empleo y la percepción ciudadana frente al 
funcionamiento del Estado. En primer lugar, la implementación de una contratación 



mínima anual de servicios de vigilancia y seguridad privada en el sector público 
podría traducirse en una mayor protección de los bienes públicos, así como en 
entornos más seguros para funcionarios y usuarios, lo que contribuiría a mejorar la 
confianza de la ciudadanía en las instituciones. Asimismo, al fortalecer los 
esquemas de seguridad, se reducirían riesgos asociados a la delincuencia, el 
vandalismo y otras amenazas que afectan la prestación continua y eficiente de los 
servicios públicos. Desde una perspectiva laboral, el proyecto tendría un impacto 
positivo al fomentar la generación de empleo formal en el sector de la vigilancia y 
seguridad privada, promoviendo condiciones más estables para miles de 
trabajadores y favoreciendo la formalización empresarial. Sin embargo, también 
podrían surgir efectos sociales indirectos relacionados con la asignación de 
recursos públicos, en la medida en que la obligatoriedad de estos contratos podría 
limitar la inversión en otras áreas prioritarias, especialmente en entidades con 
restricciones presupuestales. En este sentido, el impacto social del proyecto 
dependerá en gran medida de su implementación, de la capacidad de adaptación a 
las necesidades específicas de cada entidad y del equilibrio que se logre entre el 
fortalecimiento de la seguridad y la eficiencia en el uso de los recursos públicos, 
incidiendo finalmente en la calidad de los servicios que recibe la ciudadanía. 
 
Adicionalmente, el proyecto tendría un efecto relevante en el ámbito laboral, al 
incentivar la generación de empleo formal en el sector de la vigilancia y seguridad 
privada, promoviendo condiciones de trabajo más estables, acceso a seguridad 
social y mayores oportunidades de capacitación y profesionalización para los 
trabajadores. Esto podría contribuir a la reducción de la informalidad y al 
fortalecimiento de un sector económico que cumple un papel complementario frente 
a la seguridad pública. Asimismo, la estandarización en los procesos de 
contratación podría impulsar mejores prácticas empresariales, elevando los niveles 
de calidad y competencia en el mercado. 
 
El impacto económico El impacto económico del Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 
Senado se relaciona principalmente con la asignación obligatoria de recursos 
públicos para la contratación mínima anual de servicios de vigilancia y seguridad 
privada en las entidades del sector estatal. En este sentido, la iniciativa implicaría 
un incremento en el gasto público destinado a seguridad, al establecer un parámetro 
mínimo de contratación que todas las entidades deberían cumplir, 
independientemente de sus condiciones particulares de riesgo o de su capacidad 
operativa. Esto podría generar una mayor presión sobre los presupuestos 
institucionales, especialmente en aquellas entidades con recursos limitados, 
obligándolas a redistribuir partidas presupuestales o a ajustar inversiones en otros 
sectores estratégicos. 
 
Desde una perspectiva positiva, el proyecto también puede tener efectos 
económicos favorables, ya que impulsaría la demanda de servicios de vigilancia 
privada, fortaleciendo un sector empresarial que agrupa numerosas compañías 
legalmente constituidas. Este aumento en la demanda podría dinamizar la 
economía, promover la creación de empleo formal, mejorar los ingresos de las 
empresas del sector y estimular la competencia, lo que eventualmente podría elevar 



los estándares de calidad del servicio. Asimismo, al fomentar la formalización 
laboral, se incrementarían los aportes al sistema de seguridad social y tributario, 
generando un impacto indirecto en las finanzas públicas. 
 
Sin embargo, también es necesario considerar posibles riesgos económicos, como 
la ineficiencia en la asignación de recursos si la contratación mínima no responde a 
criterios técnicos de necesidad real, sino a una obligación generalizada. Esto podría 
derivar en sobrecostos para el Estado y en una menor optimización del gasto 
público. En consecuencia, el impacto económico del proyecto dependerá en gran 
medida de su diseño reglamentario, de la capacidad de planificación presupuestal 
de las entidades y de la implementación de mecanismos de control que aseguren 
eficiencia, transparencia y proporcionalidad en la contratación del servicio de 
seguridad privada. 

El impacto jurídico del Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 Senado se centra en la 
creación de un nuevo marco normativo que establece obligaciones específicas para 
las entidades del sector público en materia de contratación de servicios de vigilancia 
y seguridad privada, lo cual implica una modificación relevante en la forma en que 
actualmente se regula la gestión administrativa de la seguridad institucional. En este 
sentido, la iniciativa introduce un deber legal de contratación mínima anual, lo que 
puede incidir directamente en la autonomía administrativa de las entidades públicas, 
en la medida en que condiciona parte de sus decisiones contractuales a un mandato 
legislativo obligatorio. Desde el punto de vista del derecho administrativo, este 
proyecto se articula con principios fundamentales como la eficiencia, la planeación, 
la responsabilidad y la transparencia en el uso de los recursos públicos, buscando 
fortalecer los mecanismos de protección institucional mediante reglas más claras y 
homogéneas. 

Asimismo, el proyecto tendría implicaciones en el régimen de contratación estatal, 
al establecer criterios adicionales que deberán ser observados por las entidades al 
momento de estructurar sus procesos contractuales, lo que podría requerir ajustes 
en la aplicación de normas vigentes como las relacionadas con la selección objetiva 
y la libre competencia entre oferentes. También podría generar la necesidad de 
reglamentación complementaria para definir aspectos técnicos como el porcentaje 
mínimo de contratación, los criterios de necesidad del servicio y los estándares de 
calidad exigidos a las empresas de vigilancia. En este contexto, el impacto jurídico 
también se extiende al control fiscal y disciplinario, ya que las entidades deberán 
justificar el cumplimiento de la obligación legal sin comprometer la eficiencia del 
gasto público ni incurrir en prácticas contrarias a la normatividad vigente. En 
consecuencia, el proyecto no solo introduce una nueva obligación legal, sino que 
también redefine el alcance de la gestión contractual en materia de seguridad, lo 
que exige una interpretación armónica con el ordenamiento jurídico existente y con 
los principios constitucionales que rigen la función administrativa del Estado. 

 

 



CONCLUSIÓN 

En conclusión, el análisis del Proyecto de Ley N.º 343 de 2025 Senado permite 
establecer que se trata de una iniciativa normativa orientada a fortalecer la 
seguridad institucional del Estado mediante la imposición de una obligación legal de 
contratación mínima anual de servicios de vigilancia y seguridad privada en el sector 
público, lo cual implica una intervención directa del legislador en la planeación 
contractual de las entidades estatales. Desde una perspectiva técnico-jurídica, el 
proyecto introduce un cambio significativo en el régimen de contratación pública, al 
pasar de un esquema basado en la autonomía administrativa y la evaluación de 
necesidades específicas de cada entidad, a un modelo de obligatoriedad mínima 
que podría incidir en la discrecionalidad técnica y presupuestal, lo que exige un 
análisis riguroso de su compatibilidad con los principios de eficiencia, economía, 
planeación y selección objetiva establecidos en el ordenamiento jurídico 
colombiano. En el ámbito económico y fiscal, la iniciativa plantea retos relevantes 
en materia de sostenibilidad del gasto público, dado que la fijación de mínimos 
contractuales puede generar presiones presupuestales adicionales y riesgos de 
ineficiencia si no se fundamenta en estudios técnicos de riesgo y necesidad real del 
servicio, lo que hace indispensable la incorporación de criterios diferenciales según 
la naturaleza, tamaño y nivel de exposición de cada entidad estatal. 

Desde el punto de vista social y administrativo, el proyecto tiene el potencial de 
fortalecer la protección de los bienes públicos y mejorar la percepción de seguridad 
institucional, al tiempo que promueve la formalización del empleo en el sector de la 
vigilancia privada; sin embargo, estos beneficios deben ser ponderados frente a 
posibles efectos colaterales asociados a la reasignación de recursos públicos y a la 
eventual afectación de otras áreas prioritarias de inversión estatal. En términos 
jurídicos, la iniciativa demanda un desarrollo reglamentario claro que permita 
precisar su alcance, evitar ambigüedades en su aplicación y garantizar su 
armonización con el régimen general de contratación estatal, así como con los 
principios constitucionales que rigen la función administrativa. En suma, el proyecto 
representa una apuesta por la estandarización de la seguridad en el sector público, 
pero su viabilidad depende de la adecuada articulación entre la obligatoriedad 
normativa, la racionalidad del gasto público y la flexibilidad institucional necesaria 
para atender las particularidades de cada entidad, de manera que se logre un 
equilibrio entre el fortalecimiento de la seguridad estatal y la eficiencia en la gestión 
de los recursos públicos. 

2. PROYECTO DE ESTUDIO. N° Senado: 344/25 | N° Cámara: - Autor: H.S. 

GUIDO ECHEVERRI PIEDRAHITA. 

“POR MEDIO DELA CUAL SE DECLARA Y PROMUEVE EL PAISAJE 

CULTURAL OVEJERO DE MARULANDA, SE RINDE HOMENAJE A LOS 150 

AÑOS DE FUNDACIÓN DEL MUNICIPIO Y A LOS 90 AÑOS DE LA 

COOPERATIVA OVINA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 



RESUMEN E INTRODUCCION 

El Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado, originado y en la comision sexta 
presentado por el Honorable Senador Guido Echeverri Piedrahita, tiene como 
propósito declarar, reconocer y promover el Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda 
como una expresión representativa del patrimonio cultural, histórico, productivo y 
ambiental del país, integrando en su alcance normativo el reconocimiento de las 
prácticas tradicionales asociadas a la actividad ovina que han configurado durante 
décadas la identidad económica y social del municipio de Marulanda; en este 
sentido, la iniciativa se fundamenta en la necesidad de preservar y fortalecer un 
modelo de desarrollo rural basado en saberes ancestrales, prácticas agropecuarias 
sostenibles y formas de organización comunitaria como la Cooperativa Ovina, la 
cual ha desempeñado un papel determinante en la consolidación de la economía 
local durante sus 90 años de existencia, al tiempo que el proyecto también incorpora 
un componente conmemorativo al rendir homenaje a los 150 años de fundación del 
municipio, reconociendo su trayectoria histórica dentro del proceso de conformación 
territorial y cultural de la región; desde una perspectiva técnico-jurídica, la propuesta 
se enmarca en el ámbito de protección del patrimonio cultural inmaterial y en los 
principios constitucionales de salvaguarda de la diversidad cultural, la identidad 
colectiva y la promoción del desarrollo sostenible, lo que implica la adopción de 
medidas orientadas a la preservación del paisaje cultural entendido no solo como 
un espacio geográfico, sino como una construcción social derivada de la interacción 
entre comunidades, actividades productivas tradicionales y el entorno natural; 
adicionalmente, el proyecto busca generar instrumentos de política pública que 
permitan articular acciones interinstitucionales para la promoción turística, 
económica y cultural del territorio, potenciando su reconocimiento a nivel nacional e 
internacional, fortaleciendo la economía local y garantizando la transmisión 
intergeneracional de las prácticas ovinas, lo que a su vez contribuye a la 
conservación de la biodiversidad, el uso sostenible del suelo y el fortalecimiento del 
tejido social rural, consolidando así una visión integral del desarrollo territorial 
basada en la protección del patrimonio cultural como eje estructurante de la 
identidad y la sostenibilidad regional. 

El Proyecto tiene como finalidad principal declarar, reconocer y promover el Paisaje 
Cultural Ovejero de Marulanda como una expresión representativa del patrimonio 
cultural, histórico, económico y ambiental del país. La iniciativa destaca la 
importancia de las prácticas tradicionales asociadas a la actividad ovina, las cuales 
han sido fundamentales en la configuración de la identidad social y productiva del 
municipio de Marulanda. Asimismo, busca resaltar el papel de la Cooperativa Ovina, 
la cual ha contribuido durante 90 años al desarrollo económico y a la organización 
comunitaria de la región. De igual manera, el proyecto rinde homenaje a los 150 
años de fundación del municipio, reconociendo su trayectoria histórica y su aporte 
al desarrollo territorial. En términos generales, la propuesta pretende fortalecer la 
protección del patrimonio cultural inmaterial, entendido como el conjunto de 
saberes, prácticas y tradiciones transmitidas de generación en generación. Además, 
promueve la conservación del paisaje cultural como un sistema integrado entre el 
territorio, las comunidades y sus actividades productivas tradicionales. El proyecto 



también busca impulsar políticas públicas orientadas a la preservación y difusión de 
este patrimonio, fomentando su reconocimiento a nivel nacional. De igual forma, 
plantea la necesidad de articular esfuerzos institucionales para garantizar la 
sostenibilidad del modelo productivo ovino. En el ámbito económico, se espera que 
la iniciativa contribuya al fortalecimiento del turismo cultural y rural, generando 
nuevas oportunidades de desarrollo local. Desde la perspectiva social, se busca 
reforzar el sentido de identidad y pertenencia de las comunidades. Asimismo, se 
pretende garantizar la transmisión intergeneracional de los saberes tradicionales 
asociados a la actividad ovina. El proyecto también resalta la importancia del uso 
sostenible de los recursos naturales vinculados al paisaje cultural. En este sentido, 
se promueve la conservación del entorno ambiental como parte integral del 
patrimonio. Finalmente, la iniciativa se enmarca en los principios constitucionales 
de protección de la diversidad cultural y el desarrollo sostenible, consolidando una 
visión integral del territorio como un espacio vivo de memoria, producción y cultura. 

OBJETO 

El objeto del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado consiste en declarar, 
reconocer, proteger y promover el Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda como una 
categoría de valor cultural, histórico, productivo y ambiental de importancia nacional, 
con el fin de salvaguardar las prácticas tradicionales asociadas a la actividad ovina, 
fortalecer la identidad cultural del municipio de Marulanda y promover la 
preservación de su patrimonio inmaterial y material; así mismo, busca establecer 
lineamientos de política pública orientados a la articulación institucional para la 
conservación, investigación, promoción y difusión de este paisaje cultural, 
impulsando su aprovechamiento sostenible en el ámbito turístico, económico y 
social, en armonía con los principios de desarrollo rural sostenible, protección de la 
diversidad cultural y fortalecimiento del patrimonio colectivo, además de rendir 
homenaje a los 150 años de fundación del municipio y a los 90 años de la 
Cooperativa Ovina como actores fundamentales en la consolidación del tejido 
productivo y social de la región. 

TRAMITE LEGISLATIVO 

Con base en la información disponible en las Gacetas del Congreso de la República 
de Colombia y el sistema de trámite legislativo, el Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 
Senado fue radicado el 20 de julio de 2025 y publicado oficialmente en la Gaceta 
del Congreso, cumpliendo así con el requisito formal de inicio del proceso legislativo. 
En esta etapa inicial, el proyecto fue asignado para su estudio a la respectiva 
comisión constitucional permanente del Senado, de acuerdo con la materia que 
regula, la cual corresponde a temas de cultura, patrimonio y desarrollo territorial, por 
lo que su trámite se adelanta en la Comisión Sexta Constitucional Permanente del 
Senado de la República, encargada de asuntos relacionados con educación, 
cultura, ciencia, tecnología, turismo y desarrollo social. Posteriormente a su 
radicación y reparto, el proyecto ingresa a la fase de estudio en comisión, donde se 
designa ponente para la elaboración del informe de ponencia y se prepara su 
discusión en primer debate, sin que hasta el momento se evidencien registros de 



aprobación en comisión o avance a plenaria, lo que indica que se encuentra en una 
etapa temprana del proceso legislativo, pendiente de surtir los debates 
reglamentarios establecidos en la Constitución y la Ley 5 de 1992 para su eventual 
aprobación como ley de la República. 

ANTECEDENTES 

Los antecedentes del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se fundamentan en 
la creciente necesidad de reconocimiento, protección y puesta en valor de los 
paisajes culturales como categorías integrales del patrimonio cultural de la Nación, 
entendidos no solo desde una perspectiva estética o geográfica, sino como el 
resultado de la interacción histórica entre comunidades, actividades productivas 
tradicionales y el entorno natural. En este contexto, el municipio de Marulanda ha 
consolidado a lo largo del tiempo una identidad cultural estrechamente vinculada a 
la actividad ovina, la cual ha sido el eje estructurante de su economía rural, su 
organización social y sus prácticas tradicionales, lo que ha permitido la 
configuración de un paisaje cultural único en el territorio nacional. Este proceso ha 
estado acompañado por la existencia de organizaciones comunitarias como la 
Cooperativa Ovina, que durante aproximadamente 90 años ha contribuido a la 
consolidación del modelo productivo local, fortaleciendo la economía campesina, la 
asociatividad y la sostenibilidad de las prácticas agropecuarias tradicionales. 
 
Los antecedentes del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se estructuran a 
partir de una convergencia de factores históricos, culturales, productivos, 
normativos y territoriales que han consolidado al municipio de Marulanda como un 
referente singular dentro del panorama rural colombiano, particularmente por la 
permanencia y evolución de la actividad ovina como eje articulador de su desarrollo 
económico y social; en este sentido, desde su proceso de fundación hace 
aproximadamente 150 años, el municipio ha construido una identidad colectiva 
profundamente ligada a las dinámicas del pastoreo, la producción ovina y las 
prácticas agropecuarias tradicionales, las cuales no solo han garantizado la 
subsistencia de sus comunidades, sino que también han configurado un modelo de 
ocupación del territorio caracterizado por la interacción equilibrada entre el ser 
humano y el entorno natural, dando lugar a lo que en términos contemporáneos se 
reconoce como un paisaje cultural. A lo largo del tiempo, la consolidación de la 
Cooperativa Ovina, con cerca de 90 años de existencia, constituye un antecedente 
institucional clave, en la medida en que ha permitido la organización de los 
productores locales, la implementación de esquemas de economía solidaria, la 
mejora de los procesos de comercialización y la preservación de saberes 
ancestrales relacionados con el manejo del ganado ovino, contribuyendo así a la 
estabilidad económica de numerosas familias rurales y al fortalecimiento del tejido 
social comunitario. 
 
Desde una perspectiva normativa, los antecedentes del proyecto también se 
enmarcan en el desarrollo progresivo de la legislación cultural colombiana, la cual 
ha venido incorporando conceptos como patrimonio cultural inmaterial, bienes de 
interés cultural y paisajes culturales, en consonancia con los lineamientos de 



organismos internacionales como la UNESCO, que reconocen la importancia de 
proteger territorios donde la interacción entre cultura y naturaleza constituye un valor 
excepcional. En este contexto, Colombia ha avanzado en la formulación de políticas 
públicas orientadas a la salvaguarda de las tradiciones rurales, la protección de los 
saberes campesinos y la promoción del desarrollo territorial sostenible, elementos 
que sirven de fundamento para iniciativas legislativas como la presente. 
Adicionalmente, el creciente interés por el turismo cultural y rural ha puesto en 
evidencia la necesidad de reconocer y visibilizar territorios como Marulanda, cuyo 
valor no radica únicamente en su productividad agropecuaria, sino también en su 
riqueza histórica, paisajística y cultural, lo que abre la posibilidad de generar 
dinámicas económicas complementarias basadas en la identidad local. 
 
En el plano histórico y social, la conmemoración de los 150 años de fundación del 
municipio constituye un antecedente simbólico de gran relevancia, en tanto permite 
reflexionar sobre la evolución de su estructura social, sus formas de organización 
comunitaria y su relación con el territorio, destacando la persistencia de prácticas 
tradicionales que han resistido los procesos de modernización del campo 
colombiano. Asimismo, los antecedentes del proyecto se relacionan con la 
necesidad de fortalecer la economía campesina frente a los desafíos derivados de 
la globalización, el cambio climático y la transformación de los sistemas productivos 
rurales, lo que exige políticas públicas que reconozcan y protejan modelos 
productivos sostenibles como el ovino. En consecuencia, este proyecto de ley se 
inscribe en una línea de acción legislativa orientada a la protección integral del 
patrimonio cultural, la promoción del desarrollo rural sostenible y el fortalecimiento 
de la identidad territorial, entendiendo el Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda 
como un sistema vivo en el que confluyen memoria histórica, prácticas productivas, 
organización social y valores culturales que deben ser preservados y potenciados 
como parte del patrimonio de la Nación. 

 

IMPACTO SOCIAL -ECONOMICO – JURIDICO DEL PROYECTO 

El impacto social del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se proyecta de 

manera significativa en múltiples dimensiones del desarrollo comunitario, cultural y 

territorial del municipio de Marulanda, en la medida en que el reconocimiento del 

Paisaje Cultural Ovejero implica no solo la declaratoria formal de un valor 

patrimonial, sino la consolidación de un proceso de fortalecimiento de la identidad 

colectiva y de la memoria histórica de sus habitantes, permitiendo reafirmar el 

sentido de pertenencia de las comunidades rurales frente a sus prácticas 

tradicionales asociadas a la actividad ovina, las cuales han sido históricamente el 

eje de su organización social y económica; en este sentido, la iniciativa contribuye 

a la preservación de saberes ancestrales, técnicas productivas tradicionales y 

formas de vida campesina que han sido transmitidas intergeneracionalmente, 

evitando su pérdida frente a los procesos de modernización y urbanización del 

campo. Asimismo, el proyecto promueve el fortalecimiento del tejido social mediante 



el reconocimiento de organizaciones comunitarias como la Cooperativa Ovina, la 

cual ha desempeñado un papel fundamental en la cohesión social, la economía 

solidaria y la generación de oportunidades para las familias rurales, consolidando 

redes de apoyo y cooperación que inciden directamente en la estabilidad social del 

territorio. De igual forma, el reconocimiento del paisaje cultural puede generar un 

impacto positivo en la autoestima colectiva de la población, al visibilizar a nivel 

regional y nacional el valor de sus tradiciones, fomentando el orgullo por su 

identidad cultural y reforzando la cohesión comunitaria. Adicionalmente, la iniciativa 

puede contribuir a la dinamización del turismo cultural y rural, lo que a su vez genera 

nuevas interacciones sociales entre visitantes y comunidades locales, promoviendo 

el intercambio cultural y el reconocimiento de la diversidad territorial del país. No 

obstante, también implica el reto de garantizar que estos procesos de visibilización 

y promoción no alteren negativamente las dinámicas sociales tradicionales ni 

generen procesos de mercantilización de la cultura, por lo que su implementación 

debe orientarse hacia la protección integral de las comunidades y la sostenibilidad 

de sus formas de vida. En conjunto, el impacto social del proyecto se orienta hacia 

el fortalecimiento de la identidad cultural, la cohesión comunitaria, la preservación 

del patrimonio inmaterial y la promoción de un desarrollo territorial inclusivo y 

sostenible. se amplía de manera sustancial al considerarse como un instrumento de 

transformación territorial con efectos directos e indirectos sobre la estructura social, 

cultural y comunitaria del municipio de Marulanda, en tanto el reconocimiento del 

Paisaje Cultural Ovejero no solo formaliza un valor patrimonial, sino que 

institucionaliza un proceso de visibilización y fortalecimiento de la identidad rural 

que incide en la cohesión social y en la revalorización de las prácticas campesinas 

tradicionales; en este contexto, la iniciativa contribuye a reforzar los vínculos 

comunitarios al legitimar socialmente las actividades ovinas como un eje 

estructurante de la vida económica y cultural, promoviendo la continuidad de 

saberes ancestrales, técnicas de producción artesanal y formas de organización 

solidaria que han permitido la subsistencia y resiliencia de las comunidades rurales 

frente a los cambios estructurales del campo colombiano. Adicionalmente, el 

proyecto fortalece el papel de las organizaciones locales, especialmente la 

Cooperativa Ovina, como espacios de articulación social, participación comunitaria 

y generación de capital social, lo que incide en la reducción de brechas de 

desigualdad y en el mejoramiento de las condiciones de vida de los productores 

rurales, al tiempo que fomenta la inclusión de poblaciones tradicionalmente 

marginadas dentro de los procesos de desarrollo territorial. 

De igual forma, el reconocimiento del paisaje cultural genera un impacto positivo en 
la construcción de identidad colectiva, al promover el orgullo por el territorio y sus 
tradiciones, lo que contribuye a fortalecer la autoestima social de las comunidades 
y a consolidar narrativas locales de valor histórico y cultural frente a contextos de 
homogenización cultural. Este proceso también puede derivar en una mayor 
participación ciudadana en la gestión del patrimonio, incentivando la apropiación 
social del territorio y la corresponsabilidad en su preservación. Sin embargo, este 



impacto social debe analizarse también desde una perspectiva crítica, en la medida 
en que la visibilización del territorio puede generar dinámicas de turistificación o 
comercialización cultural que, si no son adecuadamente gestionadas, podrían 
alterar las prácticas tradicionales o generar tensiones en el tejido social. Por ello, el 
proyecto implica la necesidad de implementar mecanismos de gobernanza cultural 
participativa que garanticen la protección de las comunidades y la sostenibilidad de 
sus modos de vida. En conjunto, el impacto social del proyecto se orienta hacia el 
fortalecimiento de la identidad cultural, la cohesión comunitaria, la preservación del 
patrimonio inmaterial, la promoción de la participación social y la consolidación de 
un modelo de desarrollo rural basado en la valoración de la cultura como eje 
fundamental del bienestar colectivo. 

El impacto económico del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se manifiesta 
principalmente en la potencial dinamización de la economía rural del municipio de 
Marulanda a partir del reconocimiento, promoción y puesta en valor del Paisaje 
Cultural Ovejero, en la medida en que la declaratoria puede fortalecer la actividad 
ovina como eje productivo tradicional, incentivando su sostenibilidad y 
competitividad dentro de los mercados regionales y nacionales; en este sentido, la 
iniciativa puede generar efectos positivos en la economía local al promover el 
acceso a nuevas oportunidades de comercialización, la consolidación de cadenas 
productivas asociativas a través de la Cooperativa Ovina y el fortalecimiento de 
esquemas de economía solidaria que contribuyen a la estabilidad de los ingresos 
de las familias campesinas. Adicionalmente, el reconocimiento del paisaje cultural 
puede impulsar el desarrollo del turismo cultural y rural, generando flujos 
económicos adicionales mediante la llegada de visitantes interesados en la riqueza 
histórica, ambiental y productiva del territorio, lo que a su vez dinamiza sectores 
complementarios como el comercio, la gastronomía, el transporte y los servicios 
locales. Asimismo, la iniciativa puede incentivar la inversión pública y privada 
orientada a la preservación del patrimonio cultural y al mejoramiento de la 
infraestructura turística y productiva, favoreciendo la generación de empleo directo 
e indirecto en la región. No obstante, este impacto económico también debe 
analizarse desde una perspectiva de sostenibilidad, ya que su materialización 
dependerá de la adecuada articulación de políticas públicas, la capacidad 
institucional para gestionar el desarrollo turístico y la necesidad de evitar procesos 
de sobreexplotación del territorio o de dependencia excesiva de actividades 
económicas emergentes. En consecuencia, el proyecto plantea un impacto 
económico potencialmente positivo en términos de diversificación productiva, 
fortalecimiento de la economía campesina y promoción del desarrollo territorial, 
siempre que se garantice una planificación adecuada que permita equilibrar el 
crecimiento económico con la preservación del patrimonio cultural y ambiental. 
 
El impacto jurídico del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se configura como 
la creación de un marco normativo de reconocimiento, protección y promoción del 
Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda, lo cual implica una incorporación expresa 
de esta categoría dentro del sistema de protección del patrimonio cultural 
colombiano, en armonía con los mandatos constitucionales previstos en los 
artículos 7, 8, 70, 71 y 72 de la Constitución Política, que imponen al Estado el deber 



de reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural de la Nación, así como 
salvaguardar el patrimonio cultural en sus diversas manifestaciones; en este 
sentido, la iniciativa refuerza el desarrollo del derecho cultural como una dimensión 
del Estado Social de Derecho, al otorgar relevancia jurídica a las prácticas 
productivas tradicionales, los saberes ancestrales y las configuraciones territoriales 
que integran el paisaje cultural, entendido no solo como un bien material sino como 
una construcción social dinámica. Desde el punto de vista del derecho 
administrativo y del régimen de patrimonio cultural, el proyecto implica la articulación 
de competencias entre entidades del orden nacional y territorial, especialmente 
aquellas encargadas de la gestión cultural, el desarrollo rural y la planificación 
territorial, lo que podría requerir la adopción de instrumentos reglamentarios y de 
coordinación interinstitucional para su adecuada implementación. Asimismo, la 
declaratoria del paisaje cultural puede generar efectos jurídicos en materia de 
planeación y ordenamiento territorial, en la medida en que condiciona la formulación 
de políticas públicas, planes de desarrollo y esquemas de ordenamiento territorial 
(EOT), al incorporar criterios de protección del patrimonio cultural como 
determinantes de superior jerarquía normativa en la gestión del suelo y del territorio. 
Adicionalmente, el proyecto fortalece el régimen jurídico de protección del 
patrimonio inmaterial al reconocer expresamente prácticas económicas y culturales 
como la actividad ovina dentro del ámbito de salvaguarda estatal, lo que puede 
derivar en la implementación de medidas administrativas orientadas a su 
preservación, documentación y promoción. No obstante, este impacto jurídico 
también plantea desafíos en términos de coordinación normativa, debido a la 
necesidad de armonizar la nueva declaratoria con la legislación existente en materia 
de patrimonio cultural, desarrollo rural, turismo y medio ambiente, así como de evitar 
posibles tensiones competenciales entre niveles de gobierno. En consecuencia, el 
proyecto de ley no solo tiene un efecto declarativo, sino que produce una incidencia 
estructural en el ordenamiento jurídico al integrar el concepto de paisaje cultural 
como categoría normativa de protección, lo que exige su desarrollo reglamentario y 
su adecuada articulación con los principios de legalidad, concurrencia, coordinación 
y autonomía territorial. 

CONCLUSION 

El impacto jurídico del Proyecto de Ley N.º 344 de 2025 Senado se configura como 
la creación de un marco normativo de reconocimiento, protección y promoción del 
Paisaje Cultural Ovejero de Marulanda, lo cual implica una incorporación expresa 
de esta categoría dentro del sistema de protección del patrimonio cultural 
colombiano, en armonía con los mandatos constitucionales previstos en los 
artículos 7, 8, 70, 71 y 72 de la Constitución Política, que imponen al Estado el deber 
de reconocer y proteger la diversidad étnica y cultural de la Nación, así como 
salvaguardar el patrimonio cultural en sus diversas manifestaciones; en este 
sentido, la iniciativa refuerza el desarrollo del derecho cultural como una dimensión 
del Estado Social de Derecho, al otorgar relevancia jurídica a las prácticas 
productivas tradicionales, los saberes ancestrales y las configuraciones territoriales 
que integran el paisaje cultural, entendido no solo como un bien material sino como 
una construcción social dinámica. Desde el punto de vista del derecho 



administrativo y del régimen de patrimonio cultural, el proyecto implica la articulación 
de competencias entre entidades del orden nacional y territorial, especialmente 
aquellas encargadas de la gestión cultural, el desarrollo rural y la planificación 
territorial, lo que podría requerir la adopción de instrumentos reglamentarios y de 
coordinación interinstitucional para su adecuada implementación. Asimismo, la 
declaratoria del paisaje cultural puede generar efectos jurídicos en materia de 
planeación y ordenamiento territorial, en la medida en que condiciona la formulación 
de políticas públicas, planes de desarrollo y esquemas de ordenamiento territorial 
(EOT), al incorporar criterios de protección del patrimonio cultural como 
determinantes de superior jerarquía normativa en la gestión del suelo y del territorio. 
Adicionalmente, el proyecto fortalece el régimen jurídico de protección del 
patrimonio inmaterial al reconocer expresamente prácticas económicas y culturales 
como la actividad ovina dentro del ámbito de salvaguarda estatal, lo que puede 
derivar en la implementación de medidas administrativas orientadas a su 
preservación, documentación y promoción. No obstante, este impacto jurídico 
también plantea desafíos en términos de coordinación normativa, debido a la 
necesidad de armonizar la nueva declaratoria con la legislación existente en materia 
de patrimonio cultural, desarrollo rural, turismo y medio ambiente, así como de evitar 
posibles tensiones competenciales entre niveles de gobierno. En consecuencia, el 
proyecto de ley no solo tiene un efecto declarativo, sino que produce una incidencia 
estructural en el ordenamiento jurídico al integrar el concepto de paisaje cultural 
como categoría normativa de protección, lo que exige su desarrollo reglamentario y 
su adecuada articulación con los principios de legalidad, concurrencia, coordinación 
y autonomía territorial. 
 
 

3.  PROYECTO DE ESTUDIO.  
 N° Senado: 345/25 | N° Cámara:- Autor: H.S JAEL QUIROGA CARRILLO. 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL LA NACIÓN Y EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

RINDEN HOMENAJE A LAS MUJERES PESCADORAS DEL RIO SOGAMOSO, 

RECONOCEN SU LABOR EN LA PESCA ARTESANAL Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES.” 

 

RESUMEN E INTRODUCCION 
 

El proyecto de ley N.º 345/25 del Senado, de autoría del H.S. Jael Quiroga Carrillo, 
es una iniciativa de naturaleza principalmente declarativa y de reconocimiento 
institucional, mediante la cual el Congreso de la República busca rendir homenaje 
a las mujeres pescadoras del río Sogamoso y visibilizar su labor dentro de la pesca 
artesanal. Su objeto se estructura en una dimensión simbólica, orientada al 
reconocimiento público de un grupo social históricamente vinculado a economías 
tradicionales, y en una dimensión socioeconómica, en tanto reconoce la pesca 
artesanal como actividad productiva relevante para la subsistencia y el desarrollo 
de comunidades rurales. Adicionalmente, la inclusión de la cláusula “y se dictan 
otras disposiciones” introduce un componente abierto que podría habilitar medidas 



complementarias de política pública, aunque exige precisión técnica para evitar 
problemas de unidad de materia o indeterminación normativa. En términos 
generales, se trata de una iniciativa con bajo contenido regulatorio directo, pero con 
potencial incidencia en la orientación de políticas públicas rurales, de economía 
popular y de enfoque diferencial de género, especialmente en el contexto territorial 
del río Sogamoso. Es una iniciativa de naturaleza principalmente declarativa, con 
fuerte contenido simbólico y de reconocimiento institucional, mediante la cual el 
Congreso de la República busca rendir homenaje a las mujeres pescadoras del río 
Sogamoso y visibilizar su aporte económico, social y cultural dentro de la pesca 
artesanal. Su objeto central se inscribe en la categoría de leyes de honores o de 
exaltación pública, en las que el legislador no regula de manera estructural un sector 
del ordenamiento jurídico, sino que realiza un reconocimiento estatal a un grupo 
poblacional específico, en este caso mujeres vinculadas a una actividad productiva 
tradicional que combina economía de subsistencia, trabajo informal y prácticas 
comunitarias. 
 
Desde el punto de vista material, el proyecto se estructura en dos ejes principales: 
en primer lugar, una dimensión simbólico-institucional orientada a la dignificación 
del trabajo de las mujeres pescadoras, lo cual implica su reconocimiento como 
sujetos económicos relevantes dentro de la economía rural y de la pesca artesanal; 
y en segundo lugar, una dimensión socioeconómica que reconoce la importancia de 
dicha actividad para la seguridad alimentaria, la economía local y la sostenibilidad 
de comunidades ribereñas del río Sogamoso. Este reconocimiento puede tener 
efectos indirectos en la formulación de políticas públicas, en la medida en que sirve 
como fundamento político y normativo para la inclusión de este grupo en programas 
estatales de apoyo, asistencia técnica, desarrollo rural o economía popular. 
 
Adicionalmente, la expresión “y se dictan otras disposiciones” introduce un elemento 
de apertura normativa que, desde la técnica legislativa, puede habilitar la 
incorporación de medidas complementarias de carácter programático o 
administrativo, como autorizaciones al Gobierno nacional para desarrollar 
estrategias específicas de apoyo o promoción del sector. Sin embargo, esta cláusula 
requiere una delimitación precisa, ya que su redacción amplia puede generar 
riesgos de indeterminación normativa y eventuales problemas de unidad de materia, 
en la medida en que podría permitir la inclusión de disposiciones que excedan el 
objeto estrictamente declarativo del proyecto. 
 
En el plano constitucional, la iniciativa se relaciona con el principio de igualdad 
material, al permitir la adopción de medidas de reconocimiento diferencial hacia un 
grupo históricamente invisibilizado dentro de las economías rurales, así como con 
la protección del trabajo en sus diversas modalidades, incluyendo formas de trabajo 
artesanal e informal. No obstante, su impacto jurídico directo es limitado, en tanto 
no crea derechos subjetivos exigibles ni establece obligaciones generales para los 
particulares, salvo que su articulado posterior incorpore disposiciones de carácter 
programático o presupuestal. En consecuencia, se trata de una iniciativa con alta 
carga simbólica y potencial incidencia en política pública, pero con bajo nivel de 
normatividad operativa directa, cuya eficacia dependerá en gran medida del 



desarrollo que el legislador realice en su articulado y de la posterior implementación 
por parte del Ejecutivo. 

OBJETO 

El proyecto tiene por objeto reconocer, exaltar y rendir homenaje a las mujeres 
pescadoras del río Sogamoso, en su condición de trabajadoras de la pesca 
artesanal, mediante el reconocimiento institucional de su labor económica, social y 
cultural dentro del territorio, así como establecer disposiciones orientadas de forma 
eventual y complementaria a su visibilización y posible inclusión en acciones o 
políticas públicas relacionadas con el sector de la pesca artesanal y la economía 
rural. El objeto del proyecto de ley, desde una formulación técnica y conceptual, 
consiste en el reconocimiento jurídico-político del Estado colombiano a las mujeres 
pescadoras del río Sogamoso como sujeto social y económico relevante dentro de 
la pesca artesanal, mediante su exaltación simbólica y la visibilización de su aporte 
al desarrollo económico, la economía rural y la sostenibilidad de las comunidades 
ribereñas, incorporando además la posibilidad de orientar acciones estatales 
complementarias que favorezcan su inclusión en políticas públicas de fomento, 
protección y fortalecimiento de la actividad pesquera artesanal, en el marco de los 
principios constitucionales de igualdad material, dignificación del trabajo y 
protección de economías tradicionales. 

TRAMITE LEGISLATIVO 

El proyecto fue radicado el 15 de diciembre de 2025 en el Senado de la República, 
por iniciativa de la H.S. Jael Quiroga Carrillo, y asignado para su trámite en la 
Comisión sexta Constitucional Permanente del Senado, por tratarse de una 
iniciativa relacionada con la pesca artesanal y el ámbito rural y ambiental. 
Actualmente, el proyecto se encuentra en trámite legislativo ordinario y en etapa 
inicial de estudio, específicamente en fase de asignación de ponencia y preparación 
para primer debate en comisión, sin que a la fecha conste aprobación en primer 
debate ni tránsito a plenaria, permaneciendo pendiente de discusión del informe de 
ponencia en la comisión correspondiente. 

ANTECEDENTES 

Los antecedentes del Proyecto de Ley N.º 345/25 del Senado se enmarcan en la 
línea de iniciativas legislativas de carácter declarativo y de reconocimiento 
institucional que el Congreso de la República ha venido tramitando en relación con 
comunidades rurales, economías tradicionales y sujetos de especial protección 
constitucional, particularmente aquellas poblaciones vinculadas a actividades de 
subsistencia como la pesca artesanal. En este contexto, la iniciativa surge como 
respuesta a la necesidad de visibilizar y dignificar el rol de las mujeres pescadoras 
del río Sogamoso, quienes históricamente han participado en la economía ribereña 
en condiciones de informalidad, baja tecnificación y limitada intervención estatal, 
pese a su contribución a la seguridad alimentaria, la economía local y la transmisión 
de saberes tradicionales asociados al aprovechamiento sostenible de los recursos 



hídricos. Asimismo, el proyecto se articula con antecedentes normativos y de 
política pública relacionados con el reconocimiento de la economía popular y 
comunitaria, el enfoque diferencial de género y el desarrollo rural sostenible, en 
concordancia con disposiciones constitucionales como los artículos 13, 25 y 64 de 
la Constitución Política, así como con instrumentos legales orientados al 
fortalecimiento del sector agropecuario y pesquero. Adicionalmente, la iniciativa se 
inserta en una tendencia legislativa reciente que utiliza leyes de honores como 
mecanismo de legitimación simbólica para grupos sociales históricamente 
invisibilizados, lo cual permite no solo la exaltación pública de su labor, sino también 
la eventual habilitación de acciones estatales de carácter programático dirigidas a 
su inclusión en programas de apoyo productivo, fortalecimiento organizativo y 
reconocimiento de su rol en la economía rural del país. 
 
Los antecedentes se inscriben en la línea de iniciativas legislativas de naturaleza 
declarativa y de reconocimiento institucional que el Congreso de la República ha 
venido desarrollando respecto de comunidades rurales y sujetos de especial 
protección constitucional, particularmente aquellos vinculados a economías 
tradicionales como la pesca artesanal. En este contexto, la iniciativa se fundamenta 
en la necesidad de visibilizar y dignificar el trabajo de las mujeres pescadoras del 
río Sogamoso, quienes han desempeñado históricamente una labor económica de 
subsistencia en condiciones de informalidad, baja tecnificación y limitada 
intervención estatal, pese a su aporte directo a la seguridad alimentaria, la economía 
local y la sostenibilidad de los ecosistemas hídricos. Desde una perspectiva 
constitucional, estos antecedentes se articulan con el principio de igualdad material 
consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política, el cual habilita la adopción 
de medidas diferenciadas en favor de grupos históricamente marginados o en 
situación de debilidad manifiesta; con el artículo 25, que reconoce el trabajo en 
todas sus modalidades y obliga al Estado a garantizar su protección; y con el artículo 
64, que impone al Estado el deber de promover el acceso progresivo a la propiedad 
de la tierra y a los recursos productivos para los trabajadores rurales. Asimismo, la 
iniciativa se vincula con el mandato de protección de la economía campesina, rural 
y comunitaria, así como con los principios de dignificación del trabajo y promoción 
del desarrollo rural integral, reforzados por la jurisprudencia constitucional que ha 
reconocido la necesidad de un enfoque diferencial de género en la formulación de 
políticas públicas. En este marco, el proyecto se inserta dentro de una práctica 
legislativa reiterada de utilización de leyes de honores como mecanismos de 
reconocimiento simbólico que, si bien no generan obligaciones jurídicas directas de 
carácter general, sí cumplen una función de orientación constitucional de la acción 
estatal, en tanto pueden servir como fundamento para la formulación e 
implementación de políticas públicas dirigidas a la inclusión social y económica de 
poblaciones tradicionalmente excluidas del desarrollo institucional. 

 

 

 



IMPACTO SOCIAL-ECONOMICO Y JURIDICO 

El impacto social del Proyecto de Ley N.º 345/25 del Senado es principalmente simbólico, 

de reconocimiento y de visibilización, pero puede generar efectos indirectos relevantes en 

el plano comunitario, institucional y de política pública. En primer lugar, la iniciativa produce 

un impacto de reconocimiento social y dignificación del trabajo, al otorgar visibilidad 

institucional a las mujeres pescadoras del río Sogamoso como un grupo económico y social 

históricamente poco reconocido dentro de las narrativas oficiales del desarrollo rural. Este 

reconocimiento contribuye a fortalecer su identidad colectiva, su sentido de pertenencia 

territorial y la valoración de su actividad como una forma legítima de trabajo productivo, más 

allá de su carácter informal o de subsistencia. 

En segundo lugar, el proyecto tiene un impacto potencial en términos de inclusión social y 

enfoque diferencial de género, en la medida en que posiciona a las mujeres pescadoras 

como sujetos relevantes dentro de la economía rural, lo cual puede incidir en la formulación 

futura de políticas públicas orientadas a reducir brechas de desigualdad, mejorar el acceso 

a programas de apoyo estatal y promover condiciones de equidad en el desarrollo de 

actividades productivas tradicionales. Esto es particularmente relevante en contextos 

rurales donde las mujeres suelen enfrentar mayores barreras de acceso a recursos, 

asistencia técnica y reconocimiento institucional. 

En tercer lugar, aunque el proyecto no genera por sí mismo obligaciones jurídicas directas 

de carácter prestacional, puede tener un impacto indirecto en la agenda pública y en la 

asignación de recursos, al servir como fundamento político y normativo para que entidades 

del orden nacional y territorial diseñen programas de fortalecimiento de la pesca artesanal, 

capacitación, asociatividad y sostenibilidad ambiental. Finalmente, desde una perspectiva 

sociocultural, la iniciativa contribuye a la revalorización de saberes tradicionales y prácticas 

económicas ancestrales, promoviendo la preservación de la identidad ribereña y la 

cohesión social en las comunidades del río Sogamoso, lo que puede fortalecer el tejido 

comunitario y la legitimidad de las instituciones estatales en territorios rurales.. 

El impacto económico del Proyecto de Ley N.º 345/25 del Senado es 

principalmente indirecto, programático y potencial, dado que se trata de una 

iniciativa de carácter declarativo que no crea por sí misma obligaciones fiscales 

inmediatas ni regula de manera estructural el mercado de la pesca artesanal. En su 

dimensión inmediata, el proyecto no genera cambios directos en variables 

macroeconómicas ni altera de forma automática la asignación del gasto público; sin 

embargo, sí puede producir efectos relevantes en la orientación de la política 

económica sectorial, especialmente en el ámbito de la economía rural, la pesca 

artesanal y la economía popular. En primer lugar, el reconocimiento institucional de 

las mujeres pescadoras del río Sogamoso puede incidir en la focalización del 

gasto público futuro, en la medida en que sirve como fundamento político para 

que entidades del orden nacional y territorial prioricen recursos hacia programas de 

apoyo productivo, fortalecimiento de capacidades, tecnificación de la actividad 

pesquera y acceso a insumos o infraestructura básica. Esto puede traducirse en 

una eventual reasignación de recursos dentro de los presupuestos sectoriales de 



desarrollo rural, ambiente o inclusión social, aunque dicha materialización 

dependerá de actos administrativos posteriores. 

En segundo lugar, el proyecto puede generar un impacto económico positivo en 
términos de formalización e inclusión productiva progresiva, al visibilizar una 
actividad que usualmente se encuentra en la informalidad. Este reconocimiento 
puede facilitar la incorporación de estas comunidades a esquemas de asociatividad, 
acceso a créditos rurales, programas de emprendimiento y cadenas de valor 
locales, lo que a mediano plazo podría mejorar ingresos y estabilidad económica de 
los hogares vinculados a la pesca artesanal. En tercer lugar, desde una perspectiva 
de economía territorial, la iniciativa puede contribuir al fortalecimiento de 
economías locales ribereñas, promoviendo la valorización de la pesca artesanal 
como actividad económica sostenible y vinculada a la seguridad alimentaria 
regional. Esto puede generar efectos multiplicadores en mercados locales, 
especialmente en la comercialización de productos pesqueros, el transporte y las 
actividades conexas. Finalmente, aunque el impacto fiscal directo del proyecto es 
bajo o inexistente en su fase declarativa, su eventual desarrollo mediante políticas 
públicas podría implicar costos fiscales moderados o incrementales, asociados 
a programas de apoyo, subsidios, asistencia técnica o inversión social focalizada. 
En consecuencia, su impacto económico global debe entenderse como habilitador 
y orientador de política pública más que como generador inmediato de efectos 
financieros directos, dependiendo su materialización de la voluntad administrativa 
y presupuestal del Ejecutivo. 

Impacto juridico del proyecto de ley es principalmente de carácter declarativo y 
simbólico, ya que se trata de una ley de honores que busca reconocer oficialmente 
a las mujeres pescadoras del río Sogamoso y visibilizar su labor en la pesca 
artesanal, sin crear en principio derechos subjetivos directamente exigibles; sin 
embargo, en la medida en que incluya “otras disposiciones”, puede generar efectos 
normativos indirectos como la obligación para entidades del Estado de diseñar o 
ejecutar programas de apoyo, influir en la formulación de políticas públicas y 
eventualmente implicar apropiaciones presupuestales si se ordenan medidas 
concretas, todo ello en armonía con los principios constitucionales de dignidad 
humana, igualdad y protección de poblaciones tradicionalmente vinculadas a 
economías rurales y artesanales. 
 

CONCLUSION 

En conclusión, el proyecto de ley que rinde homenaje a las mujeres pescadoras del 

río Sogamoso se inscribe dentro de la categoría de las denominadas leyes de 

honores, cuyo impacto jurídico principal es de naturaleza declarativa, orientado al 

reconocimiento institucional de un grupo social históricamente invisibilizado y al 

fortalecimiento de su valoración dentro del marco jurídico y cultural del Estado 

colombiano. No obstante su carácter simbólico predominante, el proyecto puede 

adquirir efectos normativos relevantes en la medida en que incluya disposiciones 

materiales que vinculen a entidades públicas en la formulación o ejecución de 



políticas de apoyo a la pesca artesanal, lo que lo conecta con obligaciones estatales 

derivadas de los fines esenciales del Estado y de los principios constitucionales de 

dignidad humana, igualdad material y protección especial a poblaciones que 

desarrollan actividades económicas tradicionales. En este sentido, aunque no crea 

en principio derechos subjetivos directamente exigibles, sí puede orientar la acción 

administrativa, incidir en la agenda pública y eventualmente generar impactos 

presupuestales condicionados al cumplimiento del principio de sostenibilidad fiscal. 

Por tanto, su alcance trasciende lo meramente simbólico en la medida en que 

funcione como instrumento de reconocimiento, visibilización y eventual 

fortalecimiento de políticas públicas dirigidas a la protección y promoción de la 

pesca artesanal como actividad económica, cultural y social de relevancia regional 

y nacional. 

 

4. PROYECTO DE ESTUDIO.  
 N° Senado: 346/25 | N° Cámara:- Autor H.S. EFRAIN CEPEDA SARABIA, 
ESPERANZA ANDRADE SERRANO, HONORIO MIGUEL ENRRIQUEZ y otras 
firmas.. 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE DICTAN DISPOSICIONES PARA LA ADOPCIÓN 

OBLIGATORIA DE LA POLITICA NACIONAL DE SALUD SANGUINEA Y LA 

IMPLEMENTACIÓN TERRITORIAL DE LA GESTIÓN DE LA SANGRE DEL 

PACIENTE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.” 

 

 INTRODUCCION Y RESUMEN  

El proyecto de ley N° 346 de 2025 del Senado se enmarca en el desarrollo normativo 
del sistema general de seguridad social en salud en Colombia, al proponer la 
adopción obligatoria de una Política Nacional de Salud Sanguínea y la 
implementación territorial de estrategias orientadas a la gestión de la sangre del 
paciente, entendida esta como un componente esencial de la atención clínica 
segura, eficiente y basada en evidencia. Desde una perspectiva jurídico-sanitario-
administrativa, la iniciativa busca institucionalizar lineamientos de carácter técnico y 
obligatorio que permitan estandarizar procesos relacionados con la captación, 
procesamiento, conservación, distribución y uso racional de componentes 
sanguíneos, integrando principios de seguridad del paciente, calidad en la 
prestación del servicio y optimización de recursos del sistema de salud. En ese 
sentido, el proyecto se articula con el marco constitucional del derecho fundamental 
a la salud consagrado en el artículo 49 de la Constitución Política, así como con los 
principios de eficiencia, universalidad y sostenibilidad del sistema, al tiempo que 
impone cargas de planificación y ejecución tanto al nivel central del Estado como a 
las entidades territoriales encargadas de la gestión descentralizada del servicio 
público de salud, lo que implica un fortalecimiento del enfoque de gobernanza 
sanitaria y de articulación interinstitucional para la implementación de políticas 
públicas con impacto clínico y epidemiológico. 



El proyecto de ley N° 346 de 2025 del Senado puede resumirse como una iniciativa 
normativa de alto contenido estructural dentro del sistema de salud colombiano, 
orientada a la adopción obligatoria de una Política Nacional de Salud Sanguínea y 
a la implementación territorial de estrategias de gestión de la sangre del paciente, 
lo cual implica la consolidación de lineamientos técnicos y administrativos para la 
regulación integral del uso, manejo y optimización de componentes sanguíneos en 
la atención médica. Desde una perspectiva constitucional, esta propuesta se 
fundamenta principalmente en el artículo 49 de la Constitución Política, que 
consagra la salud como un servicio público a cargo del Estado y un derecho 
fundamental, lo que habilita al legislador para establecer políticas de intervención 
que garanticen la calidad, eficiencia y seguridad en la prestación del servicio, 
especialmente en ámbitos críticos como la transfusión y conservación de sangre, 
donde se compromete directamente la vida y la integridad de los pacientes. 
Asimismo, se articula con los principios de dignidad humana, eficiencia 
administrativa, igualdad en el acceso a los servicios de salud y sostenibilidad del 
sistema, al exigir la implementación homogénea de estándares en el territorio 
nacional. En relación con el enfoque laboral, el proyecto también tiene implicaciones 
relevantes, en la medida en que la implementación de esta política puede incidir en 
las condiciones de trabajo del personal sanitario, particularmente médicos, 
bacteriólogos, enfermeros y técnicos de bancos de sangre, quienes deberán ajustar 
sus prácticas a protocolos más estrictos de bioseguridad, trazabilidad y gestión 
clínica, lo cual puede implicar procesos de capacitación obligatoria, reorganización 
de cargas laborales y fortalecimiento de competencias técnicas, siempre bajo el 
marco de protección al trabajo digno consagrado en el artículo 25 de la Constitución 
y los principios del sistema laboral colombiano que buscan garantizar condiciones 
seguras, eficientes y acordes con la naturaleza de la actividad sanitaria. 

OBJETO 

Técnicamente, el objeto del proyecto de ley N° 346 de 2025 del Senado consiste en 
establecer el marco normativo obligatorio para la adopción, formulación, 
implementación y articulación territorial de una Política Nacional de Salud 
Sanguínea en Colombia, así como la regulación de la gestión de la sangre del 
paciente dentro del sistema de salud, con el fin de estandarizar los procesos 
relacionados con la captación, manejo, conservación, distribución y uso racional de 
componentes sanguíneos en la atención clínica, fortaleciendo la seguridad del 
paciente, la calidad del servicio sanitario y la eficiencia del sistema general de 
seguridad social en salud, mediante la imposición de lineamientos técnicos 
vinculantes para las entidades del nivel nacional y territorial. 

TRAMITE LEGISLATIVO 

El estado actual del trámite legislativo del Proyecto de Ley No. 346 de 2025 del 
Senado es que se encuentra radicado y en curso de discusión dentro del Congreso 
de la República, específicamente dentro de la legislatura 2025–2026, y su origen 
corresponde al Senado de la República, al haber sido presentado por los senadores 



Efraín Cepeda Sarabia, Esperanza Andrade Serrano, Honorio Miguel Enríquez y 
otros congresistas. 

En cuanto a su trámite legislativo, el proyecto fue inicialmente radicado en el 
Senado, por lo que su primera etapa corresponde al primer debate en comisión 
constitucional permanente del Senado, que, por la materia del proyecto (salud 
pública y seguridad social), se asigna usualmente a la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente, encargada de los asuntos laborales, de salud, 
seguridad social y temas afines. Sin embargo, en este momento el proyecto aún se 
encuentra en etapa inicial de discusión legislativa, es decir, no ha surtido todos los 
debates reglamentarios ni ha llegado a plenaria de Senado o Cámara para su 
aprobación final. 

ANTECEDENTES 

El proyecto de ley No. 346 de 2025 del Senado tiene como antecedentes principales 
la necesidad identificada dentro del sistema de salud colombiano de fortalecer la 
seguridad transfusional y la gestión eficiente de los componentes sanguíneos, en 
concordancia con estándares internacionales promovidos por la Organización 
Mundial de la Salud y el enfoque de Patient Blood Management, el cual plantea la 
optimización del uso de la sangre del paciente como estrategia para reducir riesgos 
clínicos, mejorar resultados en salud y garantizar la sostenibilidad del sistema 
sanitario; en el ámbito nacional, la iniciativa se origina como un proyecto de origen 
parlamentario radicado por los senadores Efraín Cepeda Sarabia, Esperanza 
Andrade Serrano, Honorio Miguel Enríquez y otros congresistas durante la 
legislatura 2025–2026, y se soporta en antecedentes normativos previos 
relacionados con la regulación de bancos de sangre, la donación voluntaria y la 
garantía de acceso a hemocomponentes dentro del sistema general de seguridad 
social en salud, además de responder a problemáticas estructurales evidenciadas 
en la práctica clínica, como la variabilidad en la gestión transfusional, la necesidad 
de estandarización de protocolos hospitalarios y el aumento de la demanda de 
sangre en procedimientos médicos complejos, lo cual ha puesto en evidencia la 
importancia de adoptar una política pública integral, obligatoria y articulada 
territorialmente que permita un manejo más seguro, eficiente y equitativo de los 
recursos sanguíneos en el país. 

IMPACTO SOCIAL- ECONOMICO – JURIDICO 

El proyecto de ley No. 346 de 2025 del Senado genera un impacto jurídico, social y 
económico significativo y estructural dentro del ordenamiento colombiano, en la 
medida en que establece la adopción obligatoria de una Política Nacional de Salud 
Sanguínea y la implementación territorial de la gestión de la sangre del paciente, lo 
que implica la creación de deberes jurídicos concretos para el Estado en sus niveles 
nacional y territorial, especialmente para el Ministerio de Salud y las entidades 
prestadoras del servicio, al imponer la obligación de diseñar, implementar y articular 
lineamientos técnicos vinculantes en materia de seguridad transfusional, uso 



racional de hemocomponentes y estandarización de protocolos clínicos, reforzando 
así la garantía del derecho fundamental a la salud consagrado en el artículo 49 de 
la Constitución Política; desde el punto de vista social, el proyecto tiene un impacto 
relevante al mejorar potencialmente la calidad y seguridad de la atención en salud, 
reducir riesgos asociados a transfusiones innecesarias o inadecuadas, fortalecer la 
protección del paciente y contribuir a una mayor equidad en el acceso a servicios 
sanguíneos seguros, beneficiando especialmente a poblaciones vulnerables que 
dependen de intervenciones médicas complejas; y en el ámbito económico, aunque 
puede generar costos iniciales asociados a la implementación de sistemas de 
gestión, capacitación del talento humano en salud, adecuación de infraestructura 
hospitalaria y fortalecimiento de bancos de sangre, también puede producir efectos 
positivos a mediano y largo plazo al optimizar el uso de recursos del sistema 
sanitario, reducir complicaciones médicas costosas, disminuir la demanda 
innecesaria de hemocomponentes y mejorar la eficiencia del gasto público en salud, 
todo ello bajo el marco del principio de sostenibilidad fiscal y eficiencia administrativa 
que rige la actuación del Estado en la prestación de servicios públicos esenciales. 

El proyecto de ley genera un impacto jurídico estructural dentro del sistema de salud 
colombiano, en la medida en que establece la obligación para el Estado de adoptar 
una Política Nacional de Salud Sanguínea y de implementar la gestión de la sangre 
del paciente en todo el territorio nacional, lo cual se traduce en la creación de 
deberes normativos vinculantes para el Ministerio de Salud, las entidades 
territoriales y los prestadores del servicio, quienes deberán diseñar, ejecutar y 
articular protocolos técnicos en materia de seguridad transfusional y uso racional de 
hemocomponentes; este marco fortalece el derecho fundamental a la salud 
consagrado en el artículo 49 de la Constitución Política y consolida principios como 
la eficiencia, la continuidad y la calidad en la prestación del servicio público de salud, 
generando además un esquema de gobernanza sanitaria con mayor 
estandarización y control institucional. 

Desde el punto de vista social, la iniciativa tiene un efecto positivo en la protección 
de la vida y la integridad de los pacientes, al promover prácticas clínicas más 
seguras y reducir los riesgos asociados a transfusiones innecesarias o 
inadecuadas, lo cual mejora la calidad de la atención en salud; adicionalmente, 
contribuye a la equidad en el acceso a servicios sanguíneos seguros en todo el 
territorio nacional, especialmente en zonas rurales o con menor capacidad 
hospitalaria, y fortalece la confianza de la ciudadanía en el sistema de salud al 
garantizar procesos más controlados, eficientes y basados en evidencia científica, 
lo que impacta directamente en la percepción de calidad del servicio público 
esencial de salud. 

En el ámbito económico, el proyecto puede generar un impacto mixto, ya que en 
el corto plazo implica costos fiscales y administrativos derivados de la 
implementación de la política, incluyendo inversión en infraestructura hospitalaria, 
modernización de bancos de sangre, capacitación del talento humano en salud y 
desarrollo de sistemas de gestión clínica; sin embargo, a mediano y largo plazo 
puede producir beneficios económicos importantes al optimizar el uso de 



hemocomponentes, reducir complicaciones médicas asociadas a transfusiones 
innecesarias, disminuir estancias hospitalarias prolongadas y evitar costos 
derivados de eventos adversos, contribuyendo así a una mayor eficiencia del gasto 
público en salud y al cumplimiento del principio de sostenibilidad fiscal dentro del 
sistema general de seguridad social en salud. 

 

CONCLUSION 

En conclusión, el proyecto de ley No. 346 de 2025 del Senado constituye una 
iniciativa normativa de alta relevancia dentro del ordenamiento jurídico colombiano, 
en la medida en que busca institucionalizar la adopción obligatoria de una Política 
Nacional de Salud Sanguínea y la implementación territorial de la gestión de la 
sangre del paciente, lo cual implica una intervención estructural en el sistema 
general de seguridad social en salud orientada a la estandarización de procesos 
clínicos, la optimización del uso de hemocomponentes y el fortalecimiento de la 
seguridad transfusional; desde el enfoque constitucional, esta iniciativa se sustenta 
principalmente en el artículo 49 de la Constitución Política, que consagra la salud 
como un derecho fundamental y un servicio público a cargo del Estado, lo que 
habilita al legislador para imponer obligaciones de regulación, planeación y control 
que garanticen su prestación eficiente, continua y de calidad, así como en los 
principios de dignidad humana, igualdad material y protección efectiva de la vida e 
integridad personal, en tanto la adecuada gestión de la sangre del paciente incide 
directamente en la prevención de riesgos clínicos y en la salvaguarda de derechos 
fundamentales; adicionalmente, el proyecto refuerza el deber estatal de 
organización del sistema de salud bajo criterios de eficiencia administrativa y 
sostenibilidad fiscal, al promover el uso racional de recursos sanitarios y la 
reducción de costos derivados de prácticas transfusionales ineficientes o inseguras, 
al tiempo que fortalece la articulación institucional entre el nivel nacional y territorial, 
consolidando un modelo de gobernanza sanitaria más técnico, coordinado y basado 
en evidencia científica, por lo que su eventual aprobación representaría un avance 
significativo en la consolidación de políticas públicas orientadas a la protección del 
paciente y al fortalecimiento del sistema de salud desde una perspectiva 
constitucional, técnica y de eficiencia estatal. 
 
 

5 . PROYECTO DE ESTUDIO. 
  
 N° Senado: 347/26 | N° Cámara:- Autor: Ministra de Transporte, Dra. MARÍA 
FERNANDA ROJAS MANTILLA, Superintendente De Transporte, ALFREDO 
ENRIQUE PIÑERES OLAVE. 



 

“POR MEDIO DE LA CUÁL SE ESTABLECEN HERRAMIENTAS PARA EL 

EJERCICIO DE SUPERVISIÓN POR PARTE DE LAS AUTORIDADES DE 

INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DEL SISTEMA NACIONAL DE 

TRANSPORTE, SE DICTA EL RÉGIMEN SANCIONATORIO DEL TRANSPORTE 

TERRESTRE AUTOMOTOR, DE LOS ORGANISMOS DE TRÁNSITO Y DE LOS 

ORGANISMOS DE APOYO AL TRÁNSITO, SE ESTABLECEN DISPOSICIONES 

PARA LA PROTECCIÓN DE LOS USUARIOS DE LOS SERVICIOS DE 

TRANSPORTE Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES PARA EL 

FORTALECIMIENTO DE LA FUNCIÓN DE SUPERVISIÓN DE OTROS MODOS 

DE TRANSPORTE.” 

 

INTRODUCCION Y RESUMEN 

El Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado se enmarca dentro del proceso de 

fortalecimiento institucional del Sistema Nacional de Transporte en Colombia, 

mediante la actualización y consolidación de herramientas jurídicas, administrativas 

y sancionatorias orientadas al ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y 

control por parte de las autoridades competentes, particularmente en el sector del 

transporte terrestre automotor y los organismos de tránsito y apoyo al tránsito. La 

iniciativa busca responder a la necesidad de modernizar el régimen de supervisión 

estatal sobre la actividad transportadora, incorporando mecanismos más eficaces 

de control, tipificación de conductas infractoras y aplicación de sanciones 

administrativas, así como la adopción de medidas orientadas a la protección de los 

usuarios del servicio público de transporte. En este sentido, el proyecto se articula 

con el marco constitucional que regula la intervención del Estado en los servicios 

públicos, la garantía de la movilidad como derecho de circulación y la protección del 

interés general, en un sector estratégico para la economía y la conectividad 

territorial del pais. 

El Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado tiene como finalidad establecer un 

marco normativo integral para el fortalecimiento de la función de inspección, 

vigilancia y control del Sistema Nacional de Transporte, mediante la creación y/o 

actualización de herramientas jurídicas que permitan una supervisión más efectiva 

por parte de las autoridades competentes, así como la consolidación de un régimen 

sancionatorio aplicable al transporte terrestre automotor, a los organismos de 

tránsito y a los organismos de apoyo al tránsito, con el propósito de garantizar el 

cumplimiento de la normatividad vigente, la seguridad vial y la adecuada prestación 

del servicio público de transporte; adicionalmente, la iniciativa incorpora 

disposiciones orientadas a la protección de los usuarios del sistema de transporte, 

reforzando los mecanismos de control frente a conductas infractoras y promoviendo 

estándares de calidad, legalidad y eficiencia en la operación del sector, todo ello 

bajo el marco constitucional que permite la intervención del Estado en la regulación 



de los servicios públicos y la protección del interés general, particularmente en lo 

relacionado con el derecho a la movilidad, la seguridad ciudadana y la adecuada 

prestación de servicios esenciales para el desarrollo económico y social del país. 

OBJETO 

El objeto del Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado consiste en fortalecer el 
Sistema Nacional de Transporte mediante la creación, actualización y consolidación 
de herramientas jurídicas, administrativas y de control para el ejercicio de las 
funciones de inspección, vigilancia y control (IVC) por parte de las autoridades 
competentes, así como establecer y unificar el régimen sancionatorio aplicable al 
transporte terrestre automotor, a los organismos de tránsito y a los organismos de 
apoyo al tránsito, incorporando además disposiciones orientadas a la protección de 
los usuarios del servicio público de transporte y al fortalecimiento de la supervisión 
estatal en los distintos modos de transporte, con el fin de garantizar la legalidad, 
seguridad, eficiencia y calidad en la prestación del servicio público de transporte en 
Colombia. 

TRAMITE LEGISLATIVO 

El Proyecto de Ley 347 de 2026 del Senado, correspondiente al régimen 
sancionatorio del transporte y fortalecimiento de la inspección, vigilancia y control 
del sistema nacional de transporte, fue radicado como iniciativa del Gobierno 
Nacional, pero su trámite legislativo no avanzó a etapas de debate en comisión 
ni plenaria, ya que posteriormente fue retirado por el Ejecutivo o archivado 
dentro del trámite legislativo, debido a controversias sectoriales relacionadas con 
su impacto en plataformas de transporte, usuarios y régimen sancionatorio.  

En consecuencia, el proyecto no se encuentra actualmente en discusión activa 
en el Congreso, ni ha surtido debates en comisiones constitucionales, por lo que 
no tiene ponencia, ni avances en primer debate. 

 

ANTECEDENTES 

El Proyecto de Ley 347 de 2026 del Senado tiene como antecedentes inmediatos la 
necesidad identificada por el Gobierno Nacional y la Superintendencia de 
Transporte de fortalecer el modelo de inspección, vigilancia y control del sistema 
nacional de transporte, así como de actualizar y unificar el régimen sancionatorio 
aplicable al transporte terrestre automotor, a los organismos de tránsito y a los 
organismos de apoyo al tránsito, en respuesta a las limitaciones del marco 
normativo vigente para sancionar de manera eficaz conductas infractoras, 
garantizar la seguridad vial y proteger a los usuarios del servicio público de 
transporte. Esta iniciativa surge en un contexto de creciente complejidad del sector, 
caracterizado por la expansión de nuevas modalidades de transporte, el incremento 
de la informalidad, la heterogeneidad en la aplicación de sanciones a nivel territorial 



y la necesidad de fortalecer la capacidad institucional de las autoridades de control. 
Asimismo, se soporta en antecedentes normativos como la Ley 105 de 1993, la Ley 
336 de 1996 y la Ley 769 de 2002 (Código Nacional de Tránsito), los cuales han 
regulado el sector pero han evidenciado vacíos y dispersión normativa en materia 
sancionatoria y de supervisión. Adicionalmente, el proyecto responde a 
lineamientos de política pública orientados a mejorar la seguridad vial, la eficiencia 
del sistema de transporte y la protección del usuario, así como a recomendaciones 
institucionales de modernización del esquema de control estatal sobre los distintos 
modos de transporte, lo que justifica la propuesta de consolidar un régimen más 
robusto, sistemático y actualizado de intervención administrativa en el sector. 

IMPACTO SOCIAL - ECONOMICO Y JURIDICO 

El impacto social del Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado es significativo, 
en la medida en que su finalidad de fortalecer la inspección, vigilancia y control del 
sistema nacional de transporte, así como de unificar y robustecer el régimen 
sancionatorio aplicable al transporte terrestre automotor y a los organismos de 
tránsito, incide directamente en la calidad, seguridad y confiabilidad del servicio 
público de transporte que utilizan diariamente los ciudadanos; en este sentido, la 
iniciativa busca reducir la siniestralidad vial, prevenir conductas irregulares en la 
prestación del servicio, mejorar los estándares de operación de los actores del 
sistema y garantizar una mayor protección de los usuarios frente a prácticas 
inseguras, informales o contrarias a la normatividad vigente, lo cual se traduce en 
una mejora de la seguridad vial y de la percepción de confianza en el sistema de 
movilidad; adicionalmente, el proyecto tiene un impacto social relevante en términos 
de equidad y acceso, al promover condiciones más homogéneas de prestación del 
servicio en el territorio nacional, disminuyendo asimetrías entre regiones en la 
aplicación de sanciones y en la capacidad de control de las autoridades locales, lo 
que contribuye a una mayor cohesión institucional y a la garantía del derecho a la 
movilidad en condiciones de seguridad, calidad y legalidad, fortaleciendo así la 
relación entre el Estado y los usuarios del sistema de transporte como servicio 
público esencial. 
 
El impacto económico del Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado es mixto, 
en la medida en que su implementación implica, por un lado, un incremento en los 
costos administrativos y operativos del Estado asociados al fortalecimiento de las 
funciones de inspección, vigilancia y control del sistema nacional de transporte, lo 
que incluye la necesidad de inversión en infraestructura tecnológica, sistemas de 
información, personal especializado y capacidades institucionales de las 
autoridades de tránsito y transporte, así como el eventual ajuste de los organismos 
de apoyo al tránsito para cumplir con estándares más estrictos de supervisión y 
control; adicionalmente, puede generar mayores cargas económicas para los 
operadores del sector transporte, derivados del cumplimiento de un régimen 
sancionatorio más riguroso y de la adopción de medidas de formalización y 
adecuación normativa, lo cual podría impactar los costos operativos de empresas 
transportadoras y actores individuales. Sin embargo, desde una perspectiva 
macroeconómica y de eficiencia del sistema, el proyecto también puede generar 



beneficios significativos a mediano y largo plazo, al contribuir a la reducción de 
costos asociados a la siniestralidad vial, disminuir pérdidas económicas derivadas 
de accidentes de tránsito, optimizar la eficiencia del sistema logístico y de movilidad, 
y promover la formalización del sector, lo que fortalece la competitividad del 
transporte como actividad económica estratégica para el comercio, la integración 
territorial y el desarrollo productivo del país. 
 
El impacto jurídico del Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado es de carácter 
estructural y de alta relevancia dentro del ordenamiento administrativo sancionador 
colombiano, en la medida en que introduce o fortalece herramientas normativas 
para el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control del sistema 
nacional de transporte, lo que implica una redefinición del alcance competencial de 
las autoridades administrativas del sector, así como la consolidación de un régimen 
sancionatorio más unificado, sistemático y coercitivo aplicable al transporte terrestre 
automotor, a los organismos de tránsito y a los organismos de apoyo al tránsito; en 
este sentido, el proyecto desarrolla el principio de legalidad sancionatoria previsto 
en el artículo 29 de la Constitución Política, al precisar conductas infractoras, 
procedimientos y consecuencias jurídicas, reforzando la potestad sancionadora del 
Estado en materia de servicios públicos regulados, y articulándose con los artículos 
24 y 365 constitucionales en cuanto a la regulación de la libertad de locomoción y 
la intervención estatal en la prestación eficiente y segura del servicio público de 
transporte; adicionalmente, la iniciativa contribuye a la unificación normativa del 
régimen sancionatorio, reduciendo la dispersión jurídica existente en la materia y 
fortaleciendo la seguridad jurídica para los operadores del sistema y los usuarios, al 
establecer reglas más claras, homogéneas y exigibles en todo el territorio nacional, 
lo que implica un mayor control de legalidad, eficiencia administrativa y 
fortalecimiento del poder sancionador del Estado en el sector transporte. 
 

CONCLUSION 

 

En mi calidad de abogado especialista y miembro del equipo de estudios legislativos 
del Senado de la República, considero que el Proyecto de Ley No. 347 de 2026 se 
configura como una iniciativa de alta relevancia constitucional y doctrinal dentro del 
marco del derecho administrativo sancionador y la regulación de los servicios 
públicos esenciales, en tanto pretende fortalecer de manera estructural las 
potestades de inspección, vigilancia y control del sistema nacional de transporte, 
así como unificar y robustecer el régimen sancionatorio aplicable a los distintos 
actores del sector, lo cual se encuentra plenamente justificado a la luz de los 
artículos 24, 29 y 365 de la Constitución Política, que habilitan la intervención estatal 
en la regulación de la libertad de locomoción, exigen el respeto estricto del principio 
de legalidad en materia sancionatoria y autorizan la intervención del Estado en los 
servicios públicos para garantizar su prestación eficiente, continua y segura. Desde 
una perspectiva doctrinal, la iniciativa se alinea con los desarrollos contemporáneos 
del ius administrativum sancionador, particularmente en lo relativo a la necesidad 
de sistemas sancionatorios coherentes, tipificados y proporcionados, que eviten la 
dispersión normativa y fortalezcan la seguridad jurídica tanto para los administrados 
como para la administración, al tiempo que refuerza el principio de eficacia del 



control administrativo como manifestación del Estado Social de Derecho. En este 
sentido, estimo que el proyecto no solo responde a una necesidad de modernización 
institucional del sector transporte, sino que también constituye una expresión 
legítima del poder de configuración normativa del legislador para optimizar la 
protección del interés general, la seguridad vial y los derechos de los usuarios del 
sistema de transporte, siempre bajo los límites materiales de razonabilidad, 
proporcionalidad y debido proceso que estructuran el ejercicio del ius puniendi 
administrativo en el orden constitucional colombiano. 
 

El aspecto jurídico del Proyecto de Ley No. 347 de 2026 del Senado es de carácter 
estructural y de alta relevancia dentro del ordenamiento administrativo sancionador 
colombiano, en la medida en que introduce o fortalece herramientas normativas 
para el ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control del sistema 
nacional de transporte, lo que implica una redefinición del alcance competencial de 
las autoridades administrativas del sector, así como la consolidación de un régimen 
sancionatorio más unificado, sistemático y coercitivo aplicable al transporte terrestre 
automotor, a los organismos de tránsito y a los organismos de apoyo al tránsito; en 
este sentido, el proyecto desarrolla el principio de legalidad sancionatoria previsto 
en el artículo 29 de la Constitución Política, al precisar conductas infractoras, 
procedimientos y consecuencias jurídicas, reforzando la potestad sancionadora del 
Estado en materia de servicios públicos regulados, y articulándose con los artículos 
24 y 365 constitucionales en cuanto a la regulación de la libertad de locomoción y 
la intervención estatal en la prestación eficiente y segura del servicio público de 
transporte; adicionalmente, la iniciativa contribuye a la unificación normativa del 
régimen sancionatorio, reduciendo la dispersión jurídica existente en la materia y 
fortaleciendo la seguridad jurídica para los operadores del sistema y los usuarios, al 
establecer reglas más claras, homogéneas y exigibles en todo el territorio nacional, 
lo que implica un mayor control de legalidad, eficiencia administrativa y 
fortalecimiento del poder sancionador del Estado en el sector transporte. 

 
ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON MERCADO 
SECCION LEYES SENADO DE LA REPUBLICA 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 

 

 

 

 
 
 
 
 

 

 

 



 

 

 
 
 
 
 

 



RELACION DE DOCUMENTOS ESCANEADOS 

 

TIPO DE DOCUMENTO TEMA A QUE HACE 
REFERENCIA U OBJETO 

 
 
 
 

LEY 2560 
 
 
 

Esta ley modifica el artículo 132 de la Ley 2179 
de 2021 (Ley del Patrullero). Su objetivo 
fundamental es elevar a subsidio la bonificación 
por asistencia familiar del personal del Nivel 
Ejecutivo y los patrulleros de la Policía 
Nacional, de modo que este subsidio sea 
considerado como parte del salario para efectos 
de cálculo de pensión y asignación de retiro. Es 
decir, busca equiparar el tratamiento 
económico entre patrulleros y otros miembros 
de la institución para efectos de prestaciones 
sociales 

 
 

LEY 2561 

Esta ley vincula a la Nación a la celebración del 
Bicentenario de la Procuraduría General de la 
Nación, exaltando su aporte a la consolidación 
del Estado social de derecho en Colombia. Es 
una norma conmemorativa que pone énfasis en 
el reconocimiento de esta entidad como pilar 
institucional y en la historia de su contribución. 

 
 
 
 

LEY 2562 

Mediante esta ley se aprueba el «Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad», 
adoptado en Nueva York el 13 de diciembre de 
2006. Con su aprobación, Colombia queda 
formalmente adherida a este protocolo 
internacional, que busca fortalecer los derechos 
y garantías de las personas con discapacidad, 
alineándose con estándares internacionales en 
materia de derechos humanos. 

 
 
 

LEY 2563 

Conocida como Ley Empatía, esta norma 
reconoce e integra los enfoques de protección 
y bienestar animal y conservación de la 
biodiversidad en la Política Nacional de 
Educación Ambiental. Busca incluir estos 
enfoques en los lineamientos de educación 
ambiental del país, promoviendo una cultura de 
respeto a los animales y al ambiente desde la 
formación educativa 

 
 
 
 

LEY 2564 

Esta ley crea medidas de sensibilización, 
visibilización, prevención, protección y atención 
frente a la salud mental y la violencia en el 
entorno digital para niños, niñas y adolescentes. 
Modifica ciertos artículos de la Ley 1616 de 
2013 para incluir la salud mental como derecho 
fundamental y promueve estrategias públicas 
para prevenir riesgos asociados a violencia 
digital (como grooming, ciberacoso, sextorsión, 
etc.). También establece la responsabilidad de 



varias instituciones públicas para implementar 
acciones concretas en ese sentido. 

 
 
 
 
 

PL 345-2025 

Este es un proyecto de ley que aún no ha sido 
sancionado como ley. Se conoce su contenido 
y propósito general aunque no figura como una 
ley aprobada hasta ahora: 

✔️ ¿Qué propone? 

El Proyecto de Ley número 345 de 2025 
(Cámara) busca regular el ejercicio de la 
profesión de contador público en Colombia, 
expidiendo un Código de Ética profesional y 
otras disposiciones relacionadas. El proyecto 
propone, entre otras cosas: 
 

 

 

ADEMAS DE LAS LEYES ANTES MENCIONADAS SE HIZO LO PROPIO CON 

LOS SIGUIENTES DOCUMENTOS: 

 

❖ OFICIOS REMJISORIOS  

❖ RESOLUCIONES  

❖ MENSAJE DE URGENCUAS 

❖ CONCILIACIONES. 

 

 

 



Pagaduria Cuentas <pagaduriacuentas@senado.gov.co>

2084_TRAMITE OP_ARGEMIRO CALDERON MERCADO_ABRIL
1 mensaje

Central de Cuentas Senado <centraldecuentas@senado.gov.co> 27 de abril de 2026 a las 20:05
Para: Pagaduria Cuentas <pagaduriacuentas@senado.gov.co>, Gilma del Carmen Mozo Gonzalez
<gilma.mozo@senado.gov.co>, Fabian Castro Gomez <fabian.castro@senado.gov.co>

Buena noche:
 
ADJUNTO 01 OBLIGACIÒN
Mil gracias

 

CENTRAL DE CUENTAS
Senado de la República

---------- Forwarded message ---------
De: Adriana Elena Mesa Giraldo <adriana.mesa@senado.gov.co>
Date: lun, 27 abr 2026 a las 19:14
Subject: Re: CUENTA DE COBRO ABRIL ARGEMIRO CALDERON
To: Central de Cuentas Senado <centraldecuentas@senado.gov.co>

Buenas tardes:

Remito cuenta con liquidación y obligación

El lun, 27 abr 2026 a las 18:19, Maria Alejandra Burbano Portilla (<maria.burbano@senado.gov.co>) escribió:
Cordial saludo,

Me permito solicitar su amable colaboración en la elaboración de la liquidación y obligación correspondientes al
siguiente contratista:

1614-2025 - ARGEMIRO ENRIQUE CALDERON MERCADO - ABRIL

Quedo atenta a cualquier comentario o inquietud que se presente.

Cordialmente,

Maria Alejandra Burbano Portilla
SECCIÓN DE CONTABILIDAD
SENADO DE LA REPÚBLICA 

Mail: maria.burbano@senado.gov.co

---------- Forwarded message ---------
De: Diego Fernando Maya Cortes <diego.maya@senado.gov.co>
Date: lun, 27 abr 2026 a las 17:59
Subject: Fwd: CUENTA DE COBRO ABRIL ARGEMIRO CALDERON
To: Central de Cuentas Senado <centraldecuentas@senado.gov.co>, Maria Alejandra Burbano Portilla
<maria.burbano@senado.gov.co>
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Revisado y Aprobado.

---------- Forwarded message ---------
De: Cuentas Contratistas <cuentascontratistasops@senado.gov.co>
Date: lun, 27 abr 2026 a las 16:42
Subject: Fwd: CUENTA DE COBRO ABRIL ARGEMIRO CALDERON
To: Diego Fernando Maya Cortes <diego.maya@senado.gov.co>

---------- Forwarded message ---------
De: Contratos Leyes <contratos.leyes@senado.gov.co>
Date: lun, 27 abr 2026 a las 16:35
Subject: CUENTA DE COBRO ABRIL ARGEMIRO CALDERON
To: Cuentas Contratistas <cuentascontratistasops@senado.gov.co>

--
Cordialmente,

DOLI ADENIS ROJAS ZARATE
Jefe (E) Sección Leyes.
Senado de la República.

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de
Colombia- Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o

distribución está expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y

proceda a su eliminación sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of

Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is
prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any

portion of this E-mail. 

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de

Colombia- Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o
distribución está expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y

proceda a su eliminación sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of

Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is
prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any

portion of this E-mail. 

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de
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Colombia- Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o

distribución está expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y

proceda a su eliminación sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of
Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is

prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any
portion of this E-mail. 

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de
Colombia- Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o

distribución está expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y

proceda a su eliminación sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of
Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is

prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any

portion of this E-mail. 

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de Colombia-

Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o distribución está
expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y proceda a su eliminación

sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of

Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is
prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any

portion of this E-mail. 

--
Cordialmente

CENTRAL DE CUENTAS 
SENADO DE LA REPÚBLICA 
 

Mail: centraldecuentas@senado.gov.co

Por favor considere el medio ambiente antes de imprimir este correo electrónico! 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD.  

Este correo y la información contenida o adjunta al mismo es privada y confidencial y va dirigida exclusivamente a su destinatario. El Congreso de la República de Colombia-

Senado de la República informa a quien pueda haber recibido este correo por error que contiene información confidencial cuyo uso, copia, reproducción o distribución está

expresamente prohibida. Si no es usted el destinatario del mismo y recibe este correo por error, le rogamos lo ponga en conocimiento del emisor y proceda a su eliminación

sin copiarlo, imprimirlo o utilizarlo de ningún modo. 

CONFIDENTIALITY WARNING..  

This message and the information contained in or attached to it are private and confidential and intended exclusively for the addressee. The Congress of the Republic of
Colombia - Senate of the Republic informs to whom it may receive it in error that it contains privileged information and its use, copy, reproduction or distribution is
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prohibited. If you are not an intended recipient of this E-mail, please notify the sender, delete it and do not read, act upon, print, disclose, copy, retain or redistribute any

portion of this E-mail. 
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